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Resumen: Desde 1999, en nombre de un supuesto “nuevo constitucionalismo,” se 
comenzó a plantear en Venezuela la pretendida sustitución de la “democracia repre-
sentativa,” que como régimen político el país ha tenido desde 1811, por una supuesta 
“democracia participativa,” basada en el “poder popular,” a cuyo efecto, luego de 
la fracasada reforma constitucional de 2007 que se diseñó para implementarla, ha 
sido el Juez Constitucional el que ha tratado de implementarla inconstitucionalmente 
a través de múltiples decisiones, a cuyo estudio se dedica este artículo.
Palabras Clave: Democracia representativa. Democracia participativa. Justicia 
constitucional. 

Abstract: Since 1999, invoking a supposed “new constitutionalism,” in Venezuela 
began to be formulated a proposal to substitute “representative democracy” that 
since 1811 as been the political regime of the country, by a supposed “participa-
tory democracy,” based on the “popular power,” which after the failed constitu-
tional reform of 2007 designed in order to implement it, has unconstitutionally 
been implemented by the Constitutional tribunal, through multiple rulings, some of 
which are analyzed in this article.  
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INTRODUCCIÓN 

Al hablar del Tribunal Constitucional español, Eduardo García de Enterría lo calificó en 
su muy conocido libro sobre La Constitución como Norma y el Tribunal Constitucional, con 

de velar por que todos los órganos constitucionales conserven su estricta calidad de poderes 
1

Por ello, es ciertamente inconcebible, o si se quiere, sería una contradicción intrínseca 
que un Juez Constitucional pudiera tener como misión la de demoler el Estado de derecho y 
con ello, destruir las bases del sistema democrático. Sin embargo, después de más de cuaren-
ta años de consolidación de una Justicia Constitucional autónoma e independiente en Vene-
zuela impartida por la antigua Corte Suprema de Justicia,2 eso fue lo que precisamente ocu-
rrió en el país durante los últimos 20 años, donde la Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo de Justicia, lejos de haber garantizado el Estado social y democrático de derecho y de 
justicia que quedó plasmado en el texto de la Constitución de 1999, ha sido el más importante 
instrumento utilizado por el régimen autoritario, ya dictatorial, para demoler sus bases y 
principios;3 e-
ricano. 

El inicio de este proceso destructivo que causó la debacle del constitucionalismo demo-
crático y del Estado de derecho en Venezuela, se produjo a partir de la instalación de una 
Asamblea Nacional Constituyente en 1999, convocada y electa violando la Constitución de 
1961. Ese proceso constituyente fue, precisamente, el que sirvió de conejillo de indias y de 
detonante para que se comenzara a tratar de definir en América 

hacia Ecuador y Bolivia, y sobre el cual, salvo por algunos de sus ideólogos españoles como 
Roberto Viciano Pastor y Rubén Martínez Dalmau,4 en Venezuela, en realidad, muy pocos 

                                            
1  Véase E. García de Enterría, La Constitución como norma y el Tribunal constitucional, Madrid, 

1985, p. 198. 
2  Véanse todos nuestros trabajos sobre el tema en: Allan R. Brewer-Carías, Instituciones del Estado 

democrático de derecho. Constitución de 1961, Colección Tratado de Derecho Constitucional, 
Tomo IV, Caracas 2015, 1180 pp.; Derechos y garantías constitucionales en la Constitución de 
1961 (La Justicia Constitucional), Colección Tratado de Derecho Constitucional, Tomo V Caracas 
2015, 1022 pp. 

3  Sobre el tema nos hemos ocupado desde hace unos años. Véase por ejemplo: Allan R. Brewer-
Carías, u-
ción: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela (1999-

Revista de Administración Pública, Nº 180, Madrid 2009, pp. 383-418; 
mutación de la Constitución por el juez constitucional y la demolición del Estado de derecho en 

Revista de Derecho Político, Nº 75-76, Homenaje a Manuel García Pelayo, Uni-
versidad Nacional de Educación a Distancia, Madrid 2009, pp. 289-325. 

4  Véase un resumen de sus planteamientos en Roberto Viciano Pastor y Rubén Martínez Dalmau, 
Revista 

del Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla, IUS, Nº 25, Verano 2010, Puebla, pp. 8-29, y la bi-

ua-
dor para el Período de Transición, El Nuevo Constitucionalismo en América Latina, Memorias del 
encuentro internacional El nuevo constitucionalismo: desafíos y retos para el siglo XXI, Quito 
2010, pp. 9-44; y Francisco Palacios Romeo, Nuevo constitucionalismo participativo en Latinoa-
mérica. Una propuesta frente a la crisis del Behemoth Occidental, Thomson-Reuters-Aranzadi, 

e-



ESTUDIOS 9

u-
mental destrucción guiada posteriormente por el Juez Constitucional.5 Entre la escasa biblio-
grafía venezolana puede mencionarse, n-
tada en la Universidad de Zaragoza precisamente por una magistrada del Tribunal Supremo 
de Justicia de Venezuela,6 bajo la dirección de Francisco Palacios Romeo,7 quien fue otro de 
los profesores españole 8

                                            
9, a requerimiento de la cual, según informó, dirigió a 

n-

Aguiar, Revisión Crítica de la Constitución Bolivariana, Libros El Nacional, Caracas 2000, p. 5. 
5  Todos mis estudios sobre las sentencias dictadas por la Sala Constitucional en Venezuela, además 

de los publicados en la Revista de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas; pue-
den consultarse en los siguientes libros: Allan R. Brewer-Carías, Golpe de Estado y proceso cons-
tituyente en Venezuela, Universidad Nacional Autónoma de México, México 2002, 405 pp.; La 
Sala Constitucional versus el Estado democrático de derecho. El secuestro del poder electoral y 
de la Sala Electoral del Tribunal Supremo y la confiscación del derecho a la participación políti-
ca, Los Libros de El Nacional, Colección Ares, Caracas 2004, 172 pp.; Crónica sobre la “In” Jus-
ticia Constitucional. La Sala Constitucional y el autoritarismo en Venezuela, Caracas 2007; Prác-
tica y distorsión de la Justicia Constitucional en Venezuela (2008-2012), Colección Justicia Nº 3, 
Acceso a la Justicia, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Universidad Metropolitana, Edito-
rial Jurídica Venezolana, Caracas 2012, 520 pp.; El golpe a la democracia dado por la Sala Cons-
titucional (De cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela impuso 
un gobierno sin legitimidad democrática, revocó mandatos populares de diputada y alcaldes, im-
pidió el derecho a ser electo, restringió el derecho a manifestar, y eliminó el derecho a la partici-
pación política, todo en contra de la Constitución), Colección Estudios Políticos Nº 8, Editorial 
Jurídica venezolana, Caracas 2014, 354 pp.; segunda edición, (Con prólogo de Francisco Fernán-
dez Segado), 2015, 426 pp.; La patología de la Justicia Constitucional, Tercera edición ampliada, 
Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, 2014, 666 pp.; estado totalitario y 
desprecio a la ley. La desconstitucionalización, desjuridificación, desjudicialización y desdemo-
cratización de Venezuela, Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, 2014, 
532 pp.; segunda edición, (Con prólogo de José Ignacio Hernández), Caracas 2015, 542 pp.; La
ruina de la democracia. Algunas consecuencias. Venezuela 2015, (Prólogo de Asdrúbal Aguiar),
Colección Estudios Políticos, Nº 12, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2015, 694 pp.; 172. 
La dictadura judicial y la perversión del Estado de derecho. El juez constitucional y la destruc-
ción de la democracia en Venezuela (Prólogo de Santiago Muñoz Machado), Ediciones El Cronis-
ta, Fundación Alfonso Martín Escudero, Editorial IUSTEL, Madrid 2017, 608 pp.; La consolida-
ción de la tiranía judicial. El Juez Constitucional controlado por el Poder Ejecutivo, asumiendo el 
poder absoluto, Colección Estudios Políticos, Nº 15, Editorial Jurídica Venezolana International. 
Caracas / New York, 2017, 238 pp. 

6  Se trata de la Tesis de doctorado presentada en la Universidad de Zaragoza por la magistrada del 
El nuevo 

paradigma constitucional latinoamericano. Dogmática social extensa y nueva geometría del po-
der. Especial mención a la Constitución de Venezuela (1999)  La Tesis, sin embargo, tal como 

l-
ue agotar el procedimiento administrativo 

de trasparencia para acceder a los documentos públicos, habiendo sido finalmente formalmente au-
torizado para la consulta por la Universidad de Zaragoza. en junio de 2018. Véase al respecto 
Allan R. Brewer-Carías, La Justicia Constitucional, la demolición del Estado democrático en Ve-
nezuela en nombre de un “nuevo constitucionalismo”, y una Tesis “secreta” de doctorado en la Uni-
versidad de Zaragoza. Cons-

Universidad 
Carlos III de Madrid, octubre 2018, Editorial Jurídica Venezolana International, octubre 2018.
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españoles que promovieron el nuevo constitucionalismo me permitió encontrar muchas res-
puestas explicativas sobre las sentencias dictadas por el Juez Constitucional bajo las orienta-

a-
dicciones entre algunos aspectos expuestos en los trabajos teóricos y las ejecutorias de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en Venezuela para desmontar el Estado 
democrático de derecho.  

Nuestra intención en este trabajo es destacar algunas de las sentencias dictadas por el 
Juez Constitucional en Venezuela específicamente destinadas a la destrucción del principio 
democrático representativo; para lo cual, antes haremos algunas precisiones tanto sobre al 
régimen teórico de la Justicia Constitucional establecido en la Constitución de 1999, como
sobre algunos principios del 
de destrucción del Estado democrático.

I. LA CONSTITUCIÓN VENEZOLANA DE 1999 Y LA JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL 

La Constitución Venezolana de 1999 fue sancionada por una Asamblea Nacional Cons-
tituyente la cual aun cuando mal convocada y mal estructurada, después de una consulta 
popular y de haber sido electos sus miembros, sancionó el Texto constitucional, habiendo 
sido sometido a la aprobación del pueblo como poder constituyente originario, lo cual ocurrió 
mediante referendo del 15 de diciembre de 1999.9

                                            
7  Véase Francisco Palacios Romeo, Nuevo constitucionalismo participativo en Latinoamérica. Una 

propuesta frente a la crisis del Behemoth Occidental, Thomson-Reuters-Aranzadi, Navarra 2012, 

epítome sobre nuevo constitucio Constitucionalismo crítico. Liber 
amicorum Carlos de Cabo Martín (García Herrera, M., Asensi Sabater, J. y Balaguer Callejón, F., 
coordinadores) 2ª edición, Tirant Lo Blanch, Valencia 2016, pp. 1315-
la polis: crisis de la representación y nuevas estructuras constitucionales de deliberación y partici-

Materiales sobre neoconstitucionalismo y nuevo constitucionalismo 
latinoamericano (C. Storini y J. Alenza, directores), Thomson Reuters Aranzadi, Navarra 2012, 
pp. 147- -aleatorio, constitucionalización material del Estado social 

Estudios sobre la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela. X Aniversario (F. Palacios y D. Velázquez, coordinadores), Procuradu-
ría General de la República, Caracas 2009, pp. 87-
precario: los derechos sociales en el nuevo constitucionalismo iberoamericano. La especificidad 

Agora, Revista de Ciencias Sociales, vol. 14 (monográfico), Funda-
ción C.E.P.S., 2006, pp. 85-124. 

8  Para ello el profesor Palacios fue contratado por el gobierno de Venezuela, habiendo asesorado 
entre 2001 y 2008, tanto a la Presidencia de la República como a la Procuraduría General de la 
República cuando era Procuradora precisamente la tesista, quien por tanto había sido la contratante 
directa de su Director de la Tesis. Véase sobre ello l profesor 
Palacios R. publicada en: https://redestudioscomparadosdfshh.files.wordpress.com/2017/02/cv-
francisco-palacios-romeo.pdf. Véase igualmente la información en el reportaje de Maye Primera, 
Asesores constituyentes. Juristas y politólogos españoles colaboraron con el Ejecutivo boliva-

El País, Madrid 17 de junio de 2014, en https://elpais.com/politica/ 2014/ 
06/18/actualidad/1403055722_556213.html?rel=mas. 

9 Véase sobre la Constitución de 1999, Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho 
Constitucional Venezolano, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004, 2 vols. 
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La Constitución formuló la promesa de conformar un Estado Democrático y Social de 
derecho y de Justicia, con forma Federal y descentralizada, sobre la base de tres pilares políti-
co-constitucionales fundamentales, sobre los cuales puede decirse, retrospectivamente, que 
ninguno de ellos llegó a estructurarse realmente,10 pues todos fueron traicionados: primero, un 
sistema de control del Poder Público mediante su separación horizontal y su distribución verti-
cal;11 segundo, un sistema político de gobierno democrático, de democracia representativa y 
participativa, que debía asegurar la legitimidad democrática de la elección directa e indirecta 
de los titulares de los órganos del Poder Público;12 y tercero, un sistema económico de eco-
nomía mixta conforme a principios de justicia social, basado en el principio de la libertad 
como opuesto al de economía dirigida,13 con la participación de la iniciativa privada y del pro-
pio Estado como promotor del desarrollo económico y regulador de la actividad económica. 

Yo mismo contribuí a la redacción de aquella Constitución como miembro independien-
te que fui de la Asamblea, formando junto con otros tres miembros la exigua minoría oposi-
tora de cuatro constituyentes en una Asamblea de 161 miembros, totalmente dominada por 
los seguidores del entonces Presidente Hugo Chávez ; y puedo afirmar que transcurridas ya 
casi dos décadas desde que se sancionó, las promesas básicas insertas en su texto no se han 
cumplido, ninguno de los derechos básicos respecto de la Constitución se han respetado, 
pudiendo considerársela hoy en día como la muestra más vívida en el constitucionalismo 
contemporáneo, de una Constitución que ha sido violada y vulnerada desde antes incluso de 

                                            
10  Véase sobre esto Allan R. Brewer-Carías, Estado totalitario y desprecio a la ley. La desconstitu-

cionalización, desjuridificación, desjudicialización y desdemocratización de Venezuela, Funda-
ción de Derecho Público, (Con prólogo de José Ignacio Hernández), Editorial Jurídica Venezola-
na, Caracas 2015, 542 pp. 

11  Véase sobre esto Allan R. Brewer-Carías, problemas del control del poder y el autoritarismo 
El control del poder. 

Homenaje a Diego Valadés, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autóno-
ma de México, Tomo I, México 2011, pp. 159-188. 

12  Véase sobre esto Allan R. Brewer-Carías, n-

Derecho Electoral de Latinoamérica. Memoria del II Congreso Iberoameri-
cano de Derecho, Bogotá, 31 agosto-1 septiembre 2011, Consejo Superior de la Judicatura, ISBN 
978-958-8331-93-5, Bogotá 2013, pp. 457-482. Véase, además, el texto de la Ponencia: a de-

Congreso Iberoame-
ricano de Derecho Electoral, Universidad de Nuevo León, Monterrey, 27 de noviembre 2010. 

13  Véase sobre la Constitución Económica, lo que hemos expuesto en Allan R. Brewer-Carías, La
Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, Tomo II, Editorial Jurídica venezola-

Estudios so-
bre la Constitución Española. Homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría, Madrid, 1991, 
pp. 3.83 Revista de 
Derecho Corporativo, Vol. 1, Nº 1. Caracas, 2001, pp. 9-

Revista de Derecho Constitucional, Nº 
5 (julio-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2001, pp. 7-

Revista de Derecho Constitucional, Nº 6 
(enero-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2002, pp. 129-140; Claudia Briceño Aranguren y 

Comentarios a la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Vadell Hermanos, Editores, Caracas, 
2000, pp. 177 y ss.  
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que fuera publicada.14 Y lo más grave es que todos los temores que advertí sobre la misma 
antes de su aprobación popular, lamentablemente se cumplieron, sucediendo lo que incluso 

u-
ción de 15 Y así ha sido, 
lamentablemente. 

En diciembre de 1999, en efecto, en la campaña del referendo aprobatorio de la Consti-
proyecto de Constitu-

autoritarismo, el paternalismo estatal, 
el populismo y el estatismo insolvente

16 A mis advertencias sobre el sesgo autoritario de 
la Constitución, que incluso había formulado desde 1998 cuando se pretendía convocar la 
Asamblea Constituyente violentando la Constitución de 1961,17 es muy posible que haya sido 
a lo que se refirió el mismo Roberto 
de la Asamblea Constituyente, en la Presentación que le hizo a un libro de Asdrúbal Aguiar, 

a-
ble resultado aut

dicho sea al margen 18

Lamentablemente, ante la tragedia que veinte años después resultó de aquél proceso 

quienes no quisieron atenderlos ni entenderlos.  

Y lo cierto fue que ni siquiera fue necesario esperar que la Constitución, una vez aprobada 
por el pueblo popularmente el 15 de diciembre de 1999, fuera publicada (lo que ocurrió el 30 de 
diciembre de 1999), para que a los pocos días, precisamente el 20 de diciembre de 1999 comen-
zara a ser violada, al haber decretado la Asamblea Constituyente, la cual ya había concluido sus 

varios lustros, configurándose como un golpe de Estado contra la Constitución.19

                                            
14  Véase lo que hemos expuesto en Allan R. Brewer- s-

Revista de Derecho 
Público, Nº 145-146, (enero-junio 2016), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2016, pp. 23-48.  

15 Revisión Crítica de la Consti-
tución Bolivariana, Libros El Nacional, Caracas 2000, p. 6. 

16 texto de fecha 30-11-
-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacio-

nal Constituyente) Tomo III (18 octubre - 30 noviembre 1999), Fundación de Derecho Púbico, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001, pp. 340-341. 

17  Véase Allan R. Brewer-Carías, Asamblea Constituyente y ordenamiento constitucional, Serie 
Estudios Nº 53, Biblioteca de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 1999, 328 pp. 

18 l Aguiar, Revisión Crítica de la Consti-
tución Bolivariana, Libros El Nacional, Caracas 2000, p. 4. 

19 Véase Allan R. Brewer-Carías, Golpe de Estado y proceso constituyente en Venezuela, Universi-
dad nacional Autónoma de México, México 2002. A ello se sumaro

ocurrió el 30 de diciembre de 1999. Véase Allan R. Brewer- i-
a Constitución de 1999 relativa al sistema de justicia constitucio-

Revista de Derecho Constitucional, Nº 2, Enero-Junio 2000, Caracas 2000, pp. 47-59. 
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Ese fue el origen de un régimen constitucional que en definitiva fue establecido para no 
ser cumplido, configurándose como una gran mentira desde su inicio,20 en particular por lo 
que se refiere al establecimiento de un régimen político democrático representativo y partici-
pativo, que no ocurrió; al establecimiento de un Estado democrático de derecho y de justicia, 
fundamentado en el principio de la separación de poderes, lo cual no sucedió; a la consolida-
ción de un Estado federal descentralizado, que al contrario fue una forma estatal que se aban-
donó; y al establecimiento de un Estado social, que no pasó de ser una vana ilusión propa-
gandista, habiendo solo adquirido la deformada faz de un Estado populista para en definitiva 
empobrecer y hacer dependiente de una burocracia gigante e ineficiente a las personas de 
menos recursos, que hoy ya son casi todos los habitantes del país, que sufren las mismas 
carestías.21

La Constitución, sin embargo, en su texto, en contraste con lo que ocurrió, incorporó to-
dos los principios imaginables del constitucionalismo democrático moderno, y entre todos, el 

La Constitución es 
la norma suprema y el fundamento del ordenamiento jurídico. Todas las personas y los ór-
ganos que ejercen el Poder Público están sujetos a esta Constitución
Constitución debe prevalecer sobre la voluntad de todos los órganos constituidos del Estado, 
incluyendo el Juez Constitucional, por lo que su modificación sólo puede llevarse a cabo 
conforme se dispone en su propio texto, como expresión-imposición de la voluntad popular 
producto de ese poder constituyente originario.  

La contrapartida de la obligación de los órganos constituidos de respetar la Constitu-
ción, de manera que el poder constituyente originario prevalezca sobre la voluntad de los 
órganos estatales constituidos, es el derecho constitucional que todos los ciudadanos tienen 
en un Estado Constitucional, a que se respete la voluntad popular expresada en la Constitu-
ción, es decir, el derecho fundamental a la supremacía constitucional.22 Nada se ganaría con 
señalar que la Constitución, como manifestación de la voluntad del pueblo, debe prevalecer 
sobre la de los órganos del Estado, si no existiere el derecho de los integrantes del pueblo de 
exigir el respeto de esa Constitución, y además, la obligación de los órganos jurisdiccionales 
de velar por dicha supremacía.23

La supremacía de la Constitución, por otra parte, formalmente está asegurada en el pro-
pio texto constitucional al establecerse su carácter rígido, previéndose la necesaria e indis-
pensable intervención popular para efectuar cualquier modificación o reforma a la Constitu-
ción;24 y además, de todo un completísimo sistema de Justicia Constitucional para garantizar 

                                            
20  Véase sobre esto Allan R. Brewer-Carías, La mentira como política de Estado. Crónica de una 

crisis política permanente. Venezuela 1999-2015 (Prólogo de Manuel Rachadell), Colección Estu-
dios Políticos, Nº 10, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2015, 478 pp. 

21  Ello ya lo habíamos advertido antes en Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre el constitucio-
nalismo en América, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001. 

22  Véase Allan R. Brewer-  a los derechos y libertades constitucionales (una apro-
Manuel José Cepeda (editor), La Carta de Derechos. Su interpretación y 

sus implicaciones, Editorial Temis, Bogotá 1993, pp. 21-81.  
23  Véase, por ejemplo, -Carías, 

Derecho Procesal Constitucional, tercera edición, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2014. 
pp. 13-58.  

24  En el texto se distinguen tres procedimientos diferentes para la reforma de la Constitución: la 
Reforma constitucional, la Enmienda constitucional y la Asamblea Nacional Constituyente. (ar-
tículo 340-47), correspondiendo al pueblo como e-
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dicha supremacía, de carácter mixto o integral, que combina el llamado método difuso con el 
método concentrado de control de constitucionalidad.25

En esa forma, la garantía de la supremacía constitucional se consagró formalmente, en 
primer lugar, mediante la asignación a todos los jueces de la República, en el ámbito de sus 
respectivas competencias y conforme a lo previsto en la Constitución y en la ley, de la obli-

mediante la asignación al Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, es decir, a la 

úl

asignándole en concreto el control concentrado de la constitucionalidad de las leyes y demás 
actos estatales de rango legal, con poderes para anularlos con efectos erga omnes, al decidir, 
entre otras, la acción popular de inconstitucionalidad (art. 336); y además, en habérsele otor-
gado a todos los jueces de la República el carácter de jueces constitucionales en materia de 
amparo a los derechos y garantías constitucionales (art. 27). 

Conforme a estas previsiones,26 que son difíciles de encontrar juntas en otros sistemas 
constitucionales, en cuanto a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de 
Venezuela como Jurisdicción Constitucional, la misma es, sin duda, el instrumento más po-
deroso diseñado para garantizar la supremacía de la Constitución y el Estado de Derecho, 

                                            
rendo tanto la Enmienda como la Reforma Constitucional, o la convocatoria a Asamblea Nacional 
Constituyente. Véase Allan R. Brewer- del pueblo en la revisión constitu-
cional en El derecho público a los 100 números de la Revista de Derecho Público 
1980-2005, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 41-52. 

25 En cuanto a nuestros trabajos sobre el tema, véase Allan R. Brewer-Carías, véase Allan R. Brewer-
Carías, Judicial Review in Comparative Law, Cambridge University Press, Cambridge, 1989; El 
sistema mixto o integral de control de la constitucionalidad en Colombia y Venezuela, Universidad 
Externado de Colombia (Temas de Derecho Público Nº 39) y Pontificia Universidad Javeriana 
(Quaestiones Juridicae Nº 5), Bogotá 1995; publicado también en Revista Tachirense de Derecho,
Universidad Católica del Táchira, N° 5-6, San Cristóbal, enero-diciembre 1994, pp. 111-164; en 
Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano, Fundación Konrad Adenauer, Medellín-
Colombia 1996, pp. 163-246; y en G. J. Bidart Campos y J. F. Palomino Manchego (Coordinado-
res), Jurisdicción Militar y Constitución en Iberoamérica, Libro Homenaje a Domingo García Be-
laúnde, Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional (Sección Peruana), Lima 1997, pp. 
483-560; El Sistema de Justicia Constitucional en la Constitución de 1999: Comentarios sobre su 
desarrollo jurisprudencial y su explicación a veces errada, en la Exposición de Motivos, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 2000; Justicia Constitucional, Tomo VII, Instituciones Políticas y 
Constitucionales

 Revista de Derecho Constitucional, Nº 1, Septiembre-Diciembre 1999, 
Editorial Sherwood, Caracas, 1999, pp. 35-44; Allan R. Brewer-

Derecho Procesal Constitucional, Colegio de Secretarios de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, A.C., Editorial Porrúa, México 2001, pp. 931-961; publi-
cado también en Reflexiones sobre el Constitucionalismo en América, Editorial Jurídica Venezo-
lana, Caracas, 2001, pp. 255- de 

en Juan Vega Gómez y Edgar Corzo Sosa (Coordinadores) Instrumentos de tutela y justicia consti-
tucional Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas, Serie Doctrina Jurídica, Nº 99, México 2002, pp. 75-99. 

26  Véase Allan R. Brewer-Carías, El sistema de justicia constitucional en la Constitución de 1999 
(Comentarios sobre su desarrollo jurisprudencial y su explicación, a veces errada, en la Exposi-
ción de Motivos), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000. 
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estando ella misma, por supuesto, como guardián de la Constitución, también sometida a sus 
normas. Como tal guardián, y como sucede en cualquier Estado de derecho, el sometimiento 
del tribunal constitucional a la Constitución es una preposición absolutamente sobreentendida 
y no sujeta a discusión, ya que sería inconcebible que el Juez Constitucional pueda violar la 
Constitución que precisamente está llamado a aplicar y garantizar.  

Pero por supuesto, para garantizar que ello no ocurra, la Sala Constitucional, además de 
estar integrado por personas calificadas y juristas probos, debe gozar de absoluta independencia 
y autonomía, pues de lo contrario, si está sujeta a la voluntad del Poder, en lugar de ser el guar-
dián de la Constitución se convierte en el instrumento más atroz para su destrucción. 

Lamentablemente, esto ha sido lo que ha ocurrido en Venezuela en los últimos 20 años, 
durante los cuales la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, lejos de haber actuado en el 
marco de las atribuciones expresas constitucionales antes indicadas, ampliado sus competen-

r-
27 i-

rocurador General de la Repú-
blica, mediante la cual ha modificado y mutado ilegítimamente el texto constitucional, legi-
timando y soportando la estructuración progresiva de un Estado autoritario; ha desarrollado 
una carrera de destrucción de todos los principios del Estado democrático de derecho, falsea-

n-
tamente,28 usurpando así las potestades del poder constituyente originario. 

II. ALGO SOBRE LA PR DE LA DEMOCRACIA RE-
PRESENTATIVA POR LA 

s-
constitucionalización del Estado que en su nombre se provocó en Venezuela fue el plantea-
miento del supuest

                                            
27 Véase Sentencia Nº 1077 de la Sala Constitucional de 22 de septiembre de 2000, caso: Servio 

Tulio León Briceño. Véase en Revista de Derecho Público, Nº 83, Caracas, 2000, pp. 247 y ss. Es-
te criterio fue luego ratificado en sentencias de fecha 9 de noviembre de 2000 (Nº 1347), 21 de 
noviembre de 2000 (Nº 1387), y 5 de abril de 2001 (Nº 457), entre otras. Así, por la vía de la in-
terpretación abstracta, la Sala se ha auto-atribuido competencias no sólo en materia de interpreta-
ción constitucional; sino en relación con los poderes de revisión constitucional de cualquier sen-
tencia dictada por cualquier tribunal, incluso por las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia; 
con los amplísimos poderes de avocamiento en cualquier causa; con los supuestos poderes de ac-
tuación de oficio no autorizados en la Constitución; con los poderes de solución de conflictos entre 
las Salas; con los poderes de control constitucional de las omisiones del Legislador; con la restric-
ción del poder de los jueces de ejercer el control difuso de la constitucionalidad de las leyes; y con 
la asunción del monopolio de interpretar los casos de prevalencia en el orden interno de los trata-
dos internacionales en materia de derechos humanos. Véase en general sobre ello, A.R. Brewer-
Carías, Quis Custodiet Ipsos Custodes: De la interpretación constitucional a la inconstitucionali-

VIII Congreso Nacional de derecho Constitucional, Perú, Fondo Edi-
torial 2005, Colegio de Abogados de Arequipa, Arequipa, septiembre 2005, pp. 463-489; y en Re-
vista de Derecho Público, Nº 105, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 7-27 

28  Véase sobre la ilegítima mutación constitucional por el Juez: Néstor Pedro Sagües, La interpreta-
ción judicial de la Constitución, Buenos Aires 2006, pp. 56-59, 80-81, 165 ss. Véase sobre el caso 
venezolano: Allan R. Brewer-  Constitucional al servicio del autoritarismo y la ile-
gítima mutación de la Constitución: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Jus-
ticia de Venezuela (1999- Revista de Administración Pública, Centro de Estudios Polí-
ticos y Constitucionales, Nº 180, Madrid 2009, pp. 383-418. 
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s-
titucional que presentó el entonces Presidente Hugo Chávez, en 2007, con la asesoría de 
algunos de los mismos profesores españoles antes mencionados,29 y que fue rechazada me-
diante referéndum por el pueblo. La misma se basó en el consabido discurso autoritario que 

representativa, a la cual se desprestigia sistemáticamente, y se le achacan todos los males de 
la democracia.30

ealidad, de democracia sólo tiene el 
nombre, siendo hábilmente utilizado frente a los fracasos políticos que han experimentado las 
democracias representativas por la incomprensión de los partidos políticos en permitir su 
evolución y perfeccionamiento. Es claro que muchas veces la expresión se utiliza sin que se 
sepa efectivamente de qué se trata y, generalmente, confundiendo indebidamente a la demo-
cracia participativa con elementos de democracia directa, como podría ser la iniciativa para 
convocar una Asamblea Constituyente o para proceder a la revocación de mandatos popula-
res. Pero en la mayoría de los casos se utiliza como una engañosa y clara estrategia para 
acabar con la propia democracia representativa como régimen político, exacerbando la des-
confianza en las propias instituciones del Estado constitucional democrático de derecho.31

                                            
29 El profesor Francisco Palacios Romeo según se informó en su C. V., entre 2004 y 2007 fue asesor en 

diversas actividades en Venezuela, en particular, en proyectos de investigación en la Universidad 
Central de Venezuela y en la Asamblea Nacional, y como contratado por la Procuraduría General de 

constitucional (200 Véase l o-
fesor Palacios R. publicada en: https://redestudioscomparadosdfshh.files.word press. com/2017/02/ 
cv-francisco-palacios-romeo.pdf. Véase igualmente la información en el reportaje de Maye Primera, 
Asesores constituyentes. Juristas y politólogos españoles colaboraron con el Ejecutivo bolivariano 

El País, Madrid 17 de junio de 2014, en https://elpais. com/politica/2014/ 
06/18/actualidad/1403055722_556213.html?rel=mas.Véase, además, Francisco Palacios Romeo, 

torno a un argumentario de Brewer Carias sobre el hecho social-partici- Actas Congreso 
Internacional América Latina: la autonomía de una región (XV Encuentro de latinoamericanistas 
españoles), Consejo Español de Estudios Iberoamericanos, 2012, p. 615  

30  Las críticas a la democracia representativa deben ser para perfeccionarla, no para eliminarla y 
menos 
Brewer-

Revista Jurídica Digital IUREced, Edición 01, Trimestre 1, 2010-2011, en 
http://www.megaupload.com/?d=ZN9Y2W1R  necesaria revalorización de la democracia re-

i-
Derecho Electoral de Latinoamérica. Memoria del II Congreso Ibe-

roamericano de Derecho Electoral, Bogotá, 31 agosto-1 septiembre 2011, Consejo Superior de la 
Judicatura, ISBN 978-958-8331-93-5, Bogotá 2013, pp. 457- i-
dad democrática en el gobie Ita Ius Esto, Revista de Estudiantes 
(http://www.itaiusesto.com/), In Memoriam Adolfo Céspedes Zavaleta, Lima 2011, pp. 11-36; en 
http://www.itaiusesto.com/participacion-y-representacion-democratica-en-el-gobierno-municipal/ 

31  Véase Allan R. Brewer- o-
cracia participativa, sin representación, Estudios de De-
recho Electoral. Memoria del Congreso Iberoamericano de Derecho Electoral, Universidad Na-
cional Autónoma de México, Coordinación del Programa de Posgrado en Derecho, Facultad de 
Estudios Superiores Aragón, Facultad de Derecho y Criminología, Universidad Autónoma de 
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La confusión originada por el clamor que a veces se siente por la necesidad de la parti-
cipación, la cual, además, por esencia, es contraria al autoritarismo, obliga a reflexionar sobre 
la propia democracia para poder situar el concepto de participación política donde le corres-
ponde, que es, entre otros, en el ámbito local de la descentralización política. Sin duda, los 
dos principios fundamentales de la democracia en el mundo contemporáneo son y seguirán 
siendo la representación y la participación.  

Pero ante el discurso autoritario, deben tenerse claros los conceptos: primero, la repre-
sentación, si a algo se contrapone es a la democracia directa, por lo que la verdadera dicoto-
mí

 que en este plano surge 
sta. 

a-
os vicios de la democracia representativa, 

cuando en ciertos casos, lo que se quiere es destacar la necesidad de mecanismos de democracia 
directa; y en otros, confundiéndose los conceptos para buscar la eliminación o minimización de 
la representatividad y establecer una supuesta relación directa entre un líder mesiánico y el 
pueblo, a través de los mecanismos institucionales incluso paralelos a los propios órganos elec-
tos del Estado, dispuestos para hacerle creer al ciudadano que participa, cuando lo que se está es 
sometiéndolo al control del poder central, como ha ocurrido en Venezuela.  

En cuanto a la democracia representativa o democracia indirecta, esta es y seguirá sien-
do de la esencia de la democracia, de manera que no hay democracia sin representación, y en 
particular, sin órganos representativos como son los Congresos o parlamentos. Su sustitución 
es esencialmente imposible si de democracia se trata, sin perjuicio de que la representatividad 
afortunadamente se haya venido enriqueciendo en las últimas décadas, precisamente con la 
introducción en nuestros sistemas políticos de mecanismos de democracia directa que la 
complementan, pero que jamás podrán sustituirla.32

                                            
Nuevo León, México 2011, pp. 25 a 36. Llegué a presumir que había sido en relación con este tra-

a-
da Gladys Gutiérrez, antes mencionada, escribió sus comentarios en el estudio: Francisco Palacios 

lógicas y aporías técnicas sobre los nuevos procesos políticos de América 
Latina (en torno a un argumentario de Brewer Carias sobre el hecho social- Ac-
tas Congreso Internacional América Latina: la autonomía de una región (XV Encuentro de lati-
noamericanistas españoles), Consejo Español de Estudios Iberoamericanos, 2012, pp. 615-622. 
Sin embargo, no fue así, y su reacción fue contra nuestras críticas a las Leyes Orgánicas del Poder 
Popular de 2010 expresadas, entre otros, en Allan R. Brewer- é-
gimen del Poder Popular y del Estado Comunal. (O de cómo en el siglo XXI, en Venezuela se de-
creta, al margen de la Constitución, un Estado de Comunas y de Consejos Comunales, y se esta-
blece una sociedad socialista y un s
publicado en el libro: Allan R. Brewer-Carías, Claudia Nikken, Luis A. Herrera Orellana, Jesús 
María Alvarado Andrade, José Ignacio Hernández y Adriana Vigilanza, Leyes Orgánicas sobre el 
Poder Popular y el Estado Comunal (Los consejos comunales, las comunas, la sociedad socialista 
y el sistema económico comunal), Colección Textos Legislativos Nº 50, Editorial Jurídica Venezo-
lana, Caracas 2011, pp. 9-183. Véase los comentarios más recientes en Gabriel Sira Santana, Po-
der Popular, descentralización y participación ciudadana, Centro para la Integración y el Derecho 
Público, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2018, pp. 102 ss. 

32  Véase Allan R. Brewer-  necesaria revalorización de la democracia representativa ante 
a-
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No puede existir en el mundo contemporáneo una democracia que sea sólo refrendaria, 
plebiscitaria o de cabildos abiertos permanentes; a pesar de que en casi todos los sistemas 
constitucionales contemporáneos se hayan incorporado mecanismos de consultas populares y 
de asambleas de ciudadanos con el objeto de complementar la representatividad, como son 
los diversos referendos (consultivos, aprobatorios, decisorios, abrogatorios, autorizatorios y  
revocatorios); al igual que las iniciativas populares. Ello sin duda ha contribuido, en algunos 
casos, a la movilización popular y a la relativa manifestación directa de voluntad del pueblo; 
pero es claro que esos mecanismos no pueden sustituir a la democracia conducida por repre-
sentantes electos.  

El reto, en este punto, para contribuir a la consolidación del Estado democrático de de-
recho, es asegurar que dichos representantes sean realmente representativos de las sociedades 
y sus comunidades, y sean elegidos en sistemas de sufragio directo, universal y secreto donde 
impere el pluralismo político, y a través de procesos electorales transparentes que aseguren el 
acceso al poder con sujeción al Estado de derecho, en los cuales no puede prescindirse de los 
partidos, aunque por supuesto, indispensablemente renovados.  

Pero más interés contemporáneo tiene el segundo principio de la democracia, el de la 
participación política, que apunta a establecer un régimen democrático de inclusión política, 
donde el ciudadano sea parte de su comunidad organizada con autonomía política, y contri-
buya a tomar las decisiones que le conciernen. Participar, en definitiva, es estar incluido, por 
lo que la dicotomía en este caso de la participación política, es la exclusión política, la cual 
además conlleva la de orden social y económico.  

incorpor
acti
ver con...; lo que implica que en el lenguaje político, no sea otra cosa que ser parte de una 
comunidad política que por esencia debe gozar de autonomía política, en la cual el individuo 
tiene un rol específico de carácter activo para contribuir a la toma de decisiones, que no se 
agota, por ejemplo, en el sólo ejercicio del derecho al sufragio; o en ser miembro de socieda-
des intermedias, aún las de carácter político como los partidos políticos; o en votar en refe-
rendos; o en participar en asambleas de ciudadanos y menos si son controladas por un poder 
central.

La participación política democrática, por tanto, en ninguna sociedad democrática se ha 
logrado permanentemente con las solas votaciones en referendos o consultas populares, ni 
con manifestaciones, así sean multitudinarias, y menos de las que son obedientes y sumisas a 
un líder. Eso, que no es más que una forma de manifestación política, la historia se ha encar-
gado de enseñárnosla en todas sus facetas, incluyendo las propias de los autoritarismos fas-
cistas del Siglo pasado, la cual no se puede confundir con participación política. 

Para que la democracia sea inclusiva o de inclusión, tiene que permitir al ciudadano po-
der ser parte efectivamente de su comunidad política que ante todo tiene que ser autónoma; 
tiene que permitirle desarrollar conciencia de su efectiva pertenencia, es decir, de pertenecer 
en el orden social y político a una comunidad, a un lugar, a una tierra, a un campo, a una 
comarca, a un pueblo, a una región, a una ciudad, en fin, a un Estado, y ser electo para ello, 
como representante de la misma.  

                                            
Derecho Electoral de Latinoamérica. Memoria del II Congreso Iberoamericano de De-

recho Electoral, Bogotá, 31 agosto-1 septiembre 2011, Consejo Superior de la Judicatura, ISBN 
978-958-8331-93-5, Bogotá 2013, pp. 457-482. 
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Por ello, la democracia participativa no es nada nuevo en la historia política; ha estado 
siempre, desde los mismos días de las Revoluciones del Siglo XIX en la teoría y prácticas 
políticas democráticas. En todos los países con democracias consolidadas, incluso, está im-
perceptiblemente arraigada en el nivel más ínfimo de los territorios de los Estados, en las 
entidades políticas autónomas como los Municipios o las Comunas, con gobiernos propios 
electos democráticamente;33 es decir, en la base de la distribución territorial del poder que 
tanto aborrecen los autoritarismos.34

Sin embargo, según explicó el propio proponente de la Reforma Constitucional de 2007, 
lo que se buscaba era eliminar la representación y la democracia representativa, mediante el 
establecimiento del Estado del Poder Popular o del Poder Comunal, o Estado Comunal, es-
tructurado desde los Consejos Comunales, como unidades u organizaciones sociales no elec-
tas mediante sufragio universal, directo y secreto y, por tanto, sin autonomía territorial, su-
puestamente disp
sistema de conducción centralizado desde la cúspide del Poder Ejecutivo Nacional, que es la 
antítesis de la participación. Así fue como se definió en el Anteproyecto de Constitución que 

del Socia-
lismo Bolivariano, el Socialismo venezolano, nuestro Socialismo, nuestro modelo socialis-
ta, 35 iudadanos y 
las ciudadanas comunes, tendrán el poder de construir su propia geografía y su propia histo-

36 sólo en el socialismo será posible la verdadera 
democracia; 37 tación que, conforme se 

no nace del sufra-
gio ni de elección alguna, sino que nace de la condición de los grupos humanos organizados 

                                            
33  Véase Allan R. Brewer-Carías, Democracia participativa, descentralización política y régimen 

municipal , en Miguel Alejandro López Olvera y Luis Gerardo Rodríguez Lozano (Coordinado-
res), Tendencias actuales del derecho público en Iberoamérica, Editorial Porrúa, México 2006, 
pp. 1-23; y en La responsabilidad del Estado frente a terceros. Ponencias Continentales del II 
Congreso Iberoamericano de Derecho Administrativo y Público, Asociación Iberoamericana de 

Ecuador 2005, pp. 273-294 
34  Véase Allan R. Brewer-Carías, Constitución, Democracia y Control del Poder, Editorial Jurídica 

Venezolana, Mérida-Caracas, 2004, pp. 93 ss. 
35  Véase Discurso de Orden pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez Frías, Presi-

dente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela en la conmemoración del Ducen-
tésimo Segundo Aniversario del Juramento del Libertador Simón Bolívar en el Monte Sacro y el 
Tercer Aniversario del Referendo Aprobatorio de su mandato constitucional, Sesión especial del 
día Miércoles 15 de agosto de 2007, Asamblea Nacional, División de Servicio y Atención legisla-
tiva, Sección de Edición, Caracas 2007, p. 34. 

36 Ídem, p. 32. 
37 Ídem, p. 35. Estos conceptos se recogen igualmente en la Exposición de Motivos para la Reforma 

alista 

ó-
a-

(p. 11); a
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38 Es decir, se pretendió establecer con la reforma constitucional, 

democracia sin elección de representantes. 

En contraste con ello, en la Constitución venezolana de 1999, al Estado se lo configuró 
como un Estado social y democrático de derecho y de justicia, (art. 2) montado sobre princi-
pios de democracia representativa y participativa, para garantizar, entre otros elementos, el 
funcionamiento de un gobierno basado en la elección de representantes, la alternabilidad 
republicana, la revocatoria de mandatos, y la participación ciudadana en la conducción del 
Estado (art. 6).  

A tal efecto, en cuanto a la elección popular de los representantes, la Constitución orga-
nizó los Poderes del Estado conforme al principio de la separación de poderes, dividiendo el 
Poder Público no solo entre los tres Poderes públicos tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial), sino entre cinco poderes, agregándose a los anteriores al Poder Electoral, con la 
autoridad electoral, y al Poder Ciudadano, con los órganos constitucionales de control; pero 
con la característica fundamental de que todos los titulares de todos esos poderes deben ser 
electos por votación popular, en forma directa o indirecta, conforme a los principios de la 
democracia representativa. Es decir, conforme a la Constitución, puede decirse que todos los 
titulares de todos los órganos de los poderes públicos deben ser electos popularmente en 
forma democrática y participativa.  

La diferencia en la elección popular de los titulares de los órganos del Estado está en la 
forma de la misma, en el sentido de que en algunos casos la elección popular es directa por el 
pueblo mediante sufragio universal y secreto, es decir, en primer grado, como es el caso de la 
elección del Presidente de la República (art. 228) y de los diputados a la Asamblea Nacional 
(art. 186); y en otros casos, la elección popular es indirecta, en segundo grado, mediante 
elección realizada en nombre del pueblo por sus representantes electos (diputados) que inte-
gran la Asamblea Nacional, como es el caso de los Magistrados del Tribunal Supremo de 
Justicia (art. 264, 265), del Contralor General de la República, del Fiscal General de la Repú-
blica y del Defensor del Pueblo (art. 279), y de los miembros del Consejo Nacional Electoral 
(art. 296). 

Ello implica que en ambos casos, conforme a las previsiones constitucionales, todos los 
titulares de los órganos de los poderes públicos tienen origen representativo y tienen que ser 
electos popularmente, sea en forma directa o sea indirectamente, de manera que nadie que no 
sea electo directamente por el pueblo puede ejercer el cargo de Presidente de la República o 
de diputado a la Asamblea Nacional; y nadie que no sea electo indirectamente por el pueblo a 
través de una mayoría calificada de diputados a la Asamblea Nacional, puede ejercer los altos 
cargos en los Poderes Ciudadano, Electoral y Judicial.  

En el segundo caso de elección popular indirecta, por tanto, solo la Asamblea Nacional 
actuando como cuerpo elector, puede designar a los titulares de los órganos de los Poderes 
Ciudadano, Electoral y Judicial, y ello exclusivamente por el voto de la mayoría calificada de 
las 2/3 partes de los diputados. 

                                            
38  Véase las citas de la propuesta y los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, Hacia la Consolida-

ción de un Estado Socialista, Centralizado, Policial y Militarista. Comentarios sobre el sentido y 
alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, Nº 42, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 22, 38, 45, 48, 52 y 61. 
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En Venezuela, sin embargo, todos esos principios fueron sucesivamente demolidos por 
el Juez Constitucional, sobre todo después que no pudieron ser cambiados mediante la Re-
forma Constitucional de 2007 que fue rechazada por el pueblo, mediante la cual se propuesto 
la eliminación de la democracia representativa y su sust

la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia el haber asumido el rol de agente 
para atentar contra la representatividad democrática a través de muchas sentencias, es decir, 
contra el derecho de los ciudadanos a elegir, el derecho a ser electo, y el derecho a ejercer los 
cargos de representación popular. Y así sucedió, por ejemplo, con las sentencias mediante las 
cuales, se distorsionó el derecho a elegir representantes en fraude a la representación propor-
cional (2006); se avalaron las inconstitucionales inhabilitaciones políticas que afectaron el 
derecho de ex funcionarios públicos a ser elegidos (2008, 2011); se le arrebató a una diputada 
en ejercicio el poder continuar ejerciéndolas, revocándole inconstitucionalmente el mandato 
popular (2014); se le revocó ilegítima e inconstitucionalmente el mandato popular a varios 
Alcaldes, usurpando las competencias de la Jurisdicción Penal (2014); se demolieron el prin-
cipio del gobierno democrático electivo y representativo, al imponerle a los venezolanos un 
gobierno sin legitimidad democrática en 2013, sin determinar con certeza el estado de salud, 
o si estaba vivo, del Presidente Hugo Chávez Frías; y se aceptó por el Juez Constitucional el 
funcionamiento de los órganos de gobierno local, sin representantes electos mediante sufra-
gio (2017).  

III.  LA VIOLACIÓN POR EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A ELEGIR 
REPRESENTANTES MEDIANTE EL PRINCIPIO DE LA REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL (2006) 

Entre los primeros atentados contra la democracia representativa perpetrados por el Juez 
Constitucional, estuvo el perpetrado contra la elección directa de los representantes para 
integrar los órganos d

r-
a-

les y plurinominales. 

El sistema se había regulado desde la sanción de la Ley Orgánica del Sufragio y Partici-
pación Política de 1989 y del Estatuto Electoral del Poder Público de 2000, mediante la adju-
dicación de los puestos electos por representación proporcional en las circunscripciones 
plurinominales, para posteriormente sustraer de los puestos adjudicados en esa forma a los 
partidos, los que éstos obtuvieran por mayoría de votos en las circunscripciones uninomina-
les, todo para mantener el grado requerido de proporcionalidad entre los votos obtenidos y 
los puestos adjudicados. El sistema, por supuesto, opera cuando los candidatos son de un 
mismo partido postulados para la elección mayoritaria en los circuitos uninominales y para la 
elección por lista en las circunscripciones plurinominales, por lo que si un partido sólo postu-
laba para elecciones uninominales o para las elecciones en las circunscripciones por lista, no 
había deducción alguna que hacer. 

Una forma de burlar la Constitución y la Ley y eliminar la proporcionalidad era, por 
tanto, que unos partidos se pusieran de acuerdo electoralmente, de manera que conforme al 
mismo objetivo electoral, unos presentasen candidatos solo en las circunscripciones unino-
minales y otros solo en las circunscripciones plurinominales, de manera que no se tuvieran 
que producir las sustracciones mencionadas; y esa fue la práctica política para burlar la Cons-
titución que se desarrolló en Venezuela en 2005, aplicada por el grupo de partidos que apoya-
ron al gobierno de Hugo Chávez, denominada com
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Dicho mecanismo, que distorsionó fraudulentamente el principio de la representación 
proporcional, sin embargo, en lugar de haber sido corregido por el Juez Constitucional, fue 
avalado por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, mediante sentencia Nº 
74 (Caso: Acción Democrática vs. Consejo Nacional Electoral y demás autoridades electora-
les) de 25 de enero de 2006,39 en la cual la Sala no sólo permitió la burla del principio consti-
tucional de la representación proporcional, sino que violó el texto Constitucional al abstener-
se de impartir la justicia constitucional que le fue requerida y de controlar las actuaciones del 
Consejo Nacional Electoral. 

consideró que la práctica 

 aun cuando pudiere afirmarse que no toda conducta 
permitida resulta per se ajustada a la Constitución, en el presente caso, tampoco encuentra la 
Sala afectación alguna al principio de representación proporcional, habida cuenta que el 
mecanismo de postulación adoptado y bajo el cual se inscribieron los candidatos a diputados 
para las elecciones del mes de diciembre de 2005 (incluso los del partido político 
accionante), no proscribe, rechaza, ni niega la representación proporcio

La Sala Constitucional, además, para abstenerse de ejercer la justicia constitucional al 
conocer de una acción de amparo que había sido ejercida contra el Consejo Nacional Electo-

desarrollo de las garantías de la personalización del sufragio y la representación proporcio-

reserva legal limita la actuación del Poder Judicial en esta materia, en acatamiento del prin-
cipio de la división del poder y l lo que equivalía al abandono 
pleno del ejercicio de sus funciones de control  agregando, además, que teniendo el Poder 
Electoral a su cargo garantizar el derecho al sufragio en la forma prevista en la Constitución, 

o-
nal es imposible encontrar, concluyendo la Sala con la afirmación reiterativa de que: 

orresponden 
fundamentalmente a la competencia exclusiva del Poder Electoral y la regulación de la 
garantía de la personalización del sufragio y el sistema proporcional corresponden a la 
Asamblea Nacional, en cuanto técnica de la reserva legal a que alude la propia Constitución 

Es decir, pura y simplemente, por conveniencia política, la Sala Constitucional, con 
gr
de justicia supuestamente porque no tenía competencia para controlar la constitucionalidad 
de los actos de los otros poderes del Estado, particularmente los del Consejo Nacional 
Electoral, lo que no es otra cosa que la negación misma de la Justicia Constitucional y de 
los poderes de la Jurisdicción Constitucional; violando abiertamente el derecho constitu-
cional ciudadano a la representación proporcional en las elecciones de cuerpos representa-
tivos o deliberantes. 

                                            
39  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 105, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 

122-144. Véanse los comentarios a la sentencia en Allan R. Brewer-C o-
nal vs. el derecho al sufragio mediante la representación proporcional, en el libro Allan R. Bre-
wer-Carías, Crónica sobre la “in” justicia constitucional. La Sala Constitucional y el autoritaris-
mo en Venezuela, Colección Instituto de Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, Nº 
2. Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 337-348. 
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En definitiva, como lo expresó en su Voto salvado del magistrado Rondón Haaz, puede 
i-

cia constitucional en nuestro ordenamiento jurídico, no haya optado por la protección de los 
derechos fundamentales de toda la colectividad que fueron lesionados, no haya dado justa 
interpretación a los principios constitucionales que rigen nuestro sistema electoral ni haya 
encauzado debidamente la relación esencial y recíproca 40

IV.  EL DERECHO A SER ELECTO Y LAS INCONSTITUCIONALES INHABILITA-
CIONES POLÍTICAS IMPUESTAS POR VÍA ADMINISTRATIVA, AVALADAS 
POR EL JUEZ CONSTITUCIONAL (2008, 2011) 

La Constitución venezolana de 1999 dispone expresamente que los derechos políticos 

41 lo que implica que el legislador no puede esta-
blecer supuestos de suspensión de derechos políticos que puedan establecerse por actos esta-
tales distintos a una sentencia judicial firme. Es decir, este tema de las restricciones a los 
derechos políticos, en la Constitución de 1999 se configuró como una materia de reserva 
constitucional, en el sentido de que la Constitución es la que puede establecer las restriccio-
nes y limitaciones a los mismos, no pudiendo el legislador disponer limitaciones no autoriza-
das en la Constitución.  

En consecuencia, aparte de las condiciones de edad, nacionalidad, residencia y de revo-
cación de mandato que la Constitución regula, los ciudadanos sólo pueden ser excluidos del 
ejercicio de los derechos políticos al ser declarados entredichos mediante sentencia judicial 
dictada en un proceso de interdicción civil; o al ser inhabilitados políticamente, lo que en 
Venezuela puede ocurrir conforme a las previsiones de la legislación penal, mediante conde-
na judicial penal que la establezca como pena accesoria a una pena principal (art. 64). 

Son contrarias a la Constitución e incompatibles con una sociedad democrática, las in-
habilitaciones políticas impuestas a los ciudadanos por autoridades administrativas, es decir, 
por órganos del Estado que no sean tribunales judiciales, y entre ellos, en Venezuela, la Con-
traloría General de la Republica. Sin embargo, a pesar de ello, en los últimos años y en viola-
ción de la Constitución, mediante decisiones administrativas dictadas por dicho órgano con-
tralor se ha excluido sistemáticamente a los líderes de la oposición del ejercicio democrático, 
negándoseles la posibilidad de ser electos para cargos representativos, todo lo cual ha sido 
lamentablemente avalado por el Juez Constitucional en forma expresa,42 al haber afirmado en 

                                            
40

pues 

Nohlen y Nicolás 
igualdad electoral en debate Revista de Derecho Público, Nº 
109, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007. 

41  Véase en general, nuestra propuesta sobre el régimen de los derechos políticos en el proyecto de 
Constitución de 19 a-

-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional 
Constituyente), Tomo II (9 septiembre-17 octubre 1999), Fundación de Derecho Público-Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 1999, pp. 119-142. 

42  Véase Allan R. Brewer-

cómo la Contraloría General de la República de Venezuela incurre en inconstitucionalidad e in-
convencionalidad al imponer sanciones administrativas de inhabilitación política a los ciudada-
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sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Venezuela Nº 1265 de 5 de 
no podrán optar a 

cargo alguno de elección popular quienes hayan sido condenados o condenadas por delitos 
cometidos durante el eje i-
dad de que tal inhabilitación pueda ser establecida, bien por un órgano administrativo stricto 
sensu o por un órgano con autonomía funcional, como es, en este caso, la Contraloría General 

consecuencia de una condena judicial por la comisión de un delito, tampoco impide que tal 
prohibición pueda tener un origen distinto; la norma sólo plantea una hipótesis, no niega 

43

Las competencias de la Contraloría General de la República, en su Ley Orgánica (art. 
administrativa-

n-
cionarios que hayan sido nombrados administrativamente pero no a los electos popularmente 
mediante sufragio universal y secreto.44

El tema, en Venezuela, fue incluso objeto de sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 1º de septiembre de 2011 (caso Leopoldo López vs. Estado de Vene-
zuela), en la cual se condenó al Estado por violación de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos (art. 32.2), por habérsele impuesto al Alcalde Leopoldo López, por decisión 
de la Contraloría General de la República de Venezuela, que no es un órgano judicial, la 
sanción administrativa de inhabilitación política por 15 años mediante; considerando la Corte 

Contra la sentencia de la Corte Interamericano, el abogado del Estado (Procurador 
u-
i-

dida por el Juez Constitucional, mediante sentencia Nº 1547 de fecha 17 de octubre de 
2011 (Caso Estado Venezolano vs. Corte Interamericana de Derechos Humanos),45 decla-

                                            
nos), en Derechos Fundamentales: Libro homenaje a Francisco Cumplido Cereceda, Asociación 
Chilena de Derecho Constitucional, Santiago de Chile, 2011. 

43  Véase en http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm 
44  Véase Allan R. Brewer- ar 

actos administrativos de inhabilitación política restrictiva del derecho a ser electo y ocupar cargos 
públicos (La protección del derecho a ser electo por la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos en 2012, y su violación por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo al declarar la senten-

El 
Control y la responsabilidad en la Administración Pública, IV Congreso Internacional de Dere-
cho Administrativo, Margarita 2012, Centro de Adiestramiento Jurídico, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, 2012, pp. 293-371. 

45  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/1547-171011-2011-11-1130.htmll. Véase 
sobre la sentencia, Allan R. Brewer-
sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela: el caso de la sentencia Leopoldo López vs. Venezuela, 
2011 Constitución y democracia: ayer y hoy. Li-
bro homenaje a Antonio Torres del Moral. Editorial Universitas, Vol. I, Madrid, 2013, pp. 1.095-
1124; en Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, Nº 16, Madrid (2012), pp. 355-387; 
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rando simplemente que la sentencia de la Corte Interamericana era inejecutable en Vene-
zuela, ratificando en esa forma la violación del derecho constitucional a ser electo del Sr. 
López. 

Por último, en cuanto al tema de las decisiones de inhabilitación impuestas por la Con-
traloría General de la República, debe mencionarse adicionalmente que la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo, con anterioridad, y en franca violación de la Constitución, ya se había 
pronunciado en su sentencia Nº 1265 de 5 de agosto de 2008 (caso Ziomara del Socorro 
Lucena Guédez vs. Contralor General de la República),46 resolviendo que el artículo 105 de 
la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República no era violatorio de la Constitu-
ción ni de la Convención Americana de Derechos Humanos, admitiendo que mediante ley se 
podían establecer sanciones administrativas de inhabilitación política contra ex funcionarios, 
impidiéndoles ejercer su derecho político a ser electos, como era el caso de las decisiones 
dictadas por la Contraloría General de la República. 

V. LA INCONSTITUCION REVOCACIÓN TUCIONAL 
DEL DERECHO DE LOS REPRESENTANTES ELECTOS A EJERCER SU MAN-
DATO  

En la Constitución de Venezuela, en respeto a la voluntad popular, se garantiza el dere-
cho de los funcionarios electos democráticamente a ejercer el cargo para el cual fueron elec-
tos, no pudiendo el mismo ser revocado sino mediante referendo de revocación de mandato 
iniciado a iniciativa popular (art.72); o salvo mediante un juicio penal que se les siga cuya 
pena implique la inhabilitación política dictada con todas las garantías del debido proceso. 

Salvo este supuesto, no hay en la ninguna otra forma de revocarle el mandato a los fun-
cionarios electos; sin embargo, en franca violación a la Constitución en Venezuela ha sido el 
propio Juez Constitucional el que a procedido a revocar el mandato de diputados y alcaldes.  

1. La inconstitucional revocación por el Juez Constitucional del mandato de una 
diputada (2014)  

Conforme a lo establecido en la Constitución, los diputados que integran la Asamblea 
Nacional, quienes son electos por el pueblo mediante sufragio universal directo y secreto 

u-
p-

ello las previsiones del artículo 72 de la misma, donde se regulan los referendos revocatorios 
de mandatos de elección popular que solo pueden solicitarse por iniciativa popular. 

Estas disposiciones constitucionales fueron desconocidas por la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia Nº 207 de 31 de marzo de 2014,47 a través de la 

                                            
y en la Revista de Derecho Público, Nº 128 (octubre-diciembre 2011), Editorial Jurídica Venezo-
lana, Caracas 2011, pp. 227-250 

46  Véase en http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm 
47  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/marzo/162546-207-31314-2014-14-0286.HTML 

Véase además en Gaceta Oficial Nº 40.385 de 2 de abril de 2014. Véanse los comentarios en 
Allan R. Brewer- a-
cional por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de oficio, sin juicio ni proceso alguno (El 
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cual después de declarar inadmisible una demanda de amparo intentada por unos concejales 
del Municipio Baruta del Estado Miranda contra el entonces Presidente de la Asamblea Na-
cional Sr. Diosdado Cabello, por la usurpación de funciones y vías de hecho en que había 
incurrido al eliminarle el día 24 de marzo de 2014, sin tener competencia para ello, el carác-
ter de diputado a la diputada María Corina Machado, porque ésta había acudido en tal carác-
ter de diputada venezolana a la reunión del Consejo Permanente de la Organización de Esta-
dos Americanos del día 21 de marzo de 2014, a exponer sobre la situación política de Vene-
zuela, como su conciencia le exigía en representación del pueblo que la eligió, siendo para 
ello acreditada por la representación de Panamá.  

La Sala, después de desestimar la demanda por considerar que los concejales que la ha-
bían intentado carecían de la legitimación o cualidad necesaria para accionar, en lugar archi-
var el expe aprovechó la ocasión de oficio, es 
decir, sin que nadie se lo pidiera obiter dictum el artículo 191 de la 
Constitución mal interpretado, por cierto ,48 y de paso, pronunciarse en sentido contrario de 
lo solicitado, sobre la pérdida de la investidura de la diputada María Corina Machado, consi-

La decisión judicial fue el resultado de una instrucción política dada desde los otros po-
deres del Estado, como resultó del hecho de que antes de que se dictara la decisión, ya el 
Presidente de la Asamblea Nacional había despojado de hecho el mandato popular de la 
diputada;49 50 y la propia 

                                            
caso d  Revista de Derecho Público, Nº 137 (Primer 
Trimestre 2014, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2014, pp. 165- 189; y en el libro: El golpe 
a la democracia dado por la Sala Constitucional, (De cómo la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia de Venezuela impuso un gobierno sin legitimidad democrática, revocó man-
datos populares de diputada y alcaldes, impidió el derecho a ser electo, restringió el derecho a 
manifestar, y eliminó el derecho a la participación política, todo en contra de la Constitución),
Colección Estudios Políticos Nº 8, Editorial Jurídica Venezolana, segunda edición, (Con prólogo 
de Francisco Fernández Segado), Caracas 2015, pp. 235-275 

48  El artículo 191 de la misma Constitución dispone 
podrán aceptar o ejercer cargos públicos sin perder su investidura, salvo en actividades docentes, 

49 Como en efecto lo r - El presi-
dente de la Asamblea Nacional (Congreso unicameral) de Venezuela, Diosdado Cabello, informó 
este lunes que se le retiró la inmunidad parlamentaria a la diputada opositora María Corina Ma-
chado y que pedirá que sea juzgada por traición a la patria. Cabello dijo a periodistas que solicitará 
el Ministerio Público investigar si Machado cometió el delito de traición a la patria, por su partici-
pación en una sesión de embajadores de la Organi c-

explicó que Machado violó el artículo 191 y el 149 de la Carta Magna, este último se refiere a la 
autorización a funcionarios públicos para aceptar cargos, honores o recompensas de gobiernos ex-

Hay que sumarle a la investigación (el delito de) tradición a la patria , dijo Cabello, / 
Aclaró que ya no hace falta allanarle la inmunidad parlamentaria a Machado porque según el ar-
tículo 191, según este nombramiento (por parte de Panamá), y según sus actuaciones y acciones la 
señora Machado dejó de ser diputada ./ El presidente del Parlamento anunció que Machado no 
tendrá más acceso al Hemiciclo . No tienen acceso porque ella ya 
no es diputada

Globovisión, 24 de marzo de 2014, en http://globovision.com/ar-
ticulo/junta-directiva-de-la-an-anuncia-rueda-de-prensa 
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Presidenta del Tribunal Supremo y de la Sala Constitucional ya había anunciado formalmente 
el sentido que tendría su actuación,51 de despojar de su mandato a la diputada, con la excusa 
de que como diputada habló ante la OEA, desde el puesto del representante de Panamá, y con 

52 lo cual por supuesto era 
falso.  

La verdad, sin embargo fue que María Corina Machado como diputada de la Asamblea 
Nacional, nunca aceptó ni ejerci
Administración Pública, ni en general, en ninguno de los otros órganos de los Poderes del 
Estado, por lo que la norma mencionada del artículo 191 era completamente inaplicable a la 
situación generada por el hecho de haber sido acreditada, en su carácter de diputada a la 
Asamblea Nacional de Venezuela, en forma ad hoc y ad tempore en la representación de 
Panamá ante la OEA, para precisamente hablar en tal carácter de diputada a la Asamblea 
Nacional de Venezuela, sobre la crisis política y sobre la situación en el país. Ello, por su-

ra 
producir en forma alguna la pérdida de su investidura de diputada.53

                                            
50

de "exdiputada" y rechazó las intenciones de la parlamentaria de presentarse en la reunión de la 
Organización de Estad
de Alicia de la Rosa, El Universal, 23 de marzo de 2014, en http://www.eluniver-
sal.com/nacional-y-politica/140323/maduro-califico-a-maria-corina-machado-de-exdiputada. Se-

de la fracción del PSUV, Pedro Carreño, citó la Constitución para argumentar que Machado esta-
tados o diputadas a 

La Ver-
dad, 24 de marzo de 2014, en http://www.laver-daddemonagas.com/noti-cia.php?ide=25132. Ter-

o-
ra de la Organización de Estados Americanos, de un gobierno extranjero, se convirtió en funciona-
ria para ir a mal poner a Venezuela, a pedir la intervenció Maduro: 

e marzo de 
2014, en http://noticias24carabobo.com/actua-lidad/noticia/38925/maduro-la-exdiputada-de-la-an-
maria-corina-machado-fue-a-mal-poner-a-venezuela/ 

51 La Presidenta del Tribunal, Gutiérrez Alvarado, declaró en la televisión el domingo 30 de marzo 
a-

esperar el pronunciamiento del Máximo Tribunal sobre ese tema. Hemos tenido noticia por la 
prensa en el sentido de que ella en la condición de diputada habría aceptado un destino diplomáti-
co en un país extranjero. Obviamente tiene consecuencias jurídicas, pero preferimos hacer el estu-
dio, y de manera formal pronunciarnos en el Tribunal Supremo, esto no es una conclusión, es ne-
cesario esperar el pronunciamiento del Tribunal Sup
durante el programa José Vicente Hoy , transmitido por Televen, publicado por @Infocifras,
31 de marzo de 2014, en http://cifrasonlinecomve.wordpress.com/2014/03/30/-presidenta-del-tsj-
actuacion-de-machado-tiene-consecuencias-juridicas/ 

52

pleno derecho. Tribunal Supremo de Justicia se pronuncia sobre la pérdida de la Investidura de la 
diputada María Corina Machado http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasde 
prensa.asp?codigo=11799. 

53  Para que pueda aplicarse alguna sanción a un diputado en tal caso, se requeriría de una regulación 
legal que prevea dicha conducta como delito, en cuyo caso, se le tendría que aplicar la pena que se 
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El verdadero propósito de la Sala Constitucional fue en realidad revocarle su mandato 
popular a la diputada María Corina Machado, siguiendo el lineamiento político que ya había 
sido fijado por los otros Poderes del Estado,54

Constitucional, en la víspera de la decisión

2. La inconstitucional revocación judicial del mandato de alcaldes por el Juez Cons-
titucional, usurpando competencias de la jurisdicción penal (2014) 

El Juez Constitucional en Venezuela, también lesionó el principio democrático repre-
sentativo, al revocar sin competencia alguna para ello, el mandato de varios Acaldes, utili-
zando el subterfugio de generar un incumplimiento de mandamientos genéricos de amparo en 
relación con el cumplimiento de sus funciones municipales, y así sancionarlos por desacato. 

Conforme a la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales 
de 1988, por supuesto, las decisiones de amparo como toda decisión judicial, son obligato-
rias, y deben ser acatadas (art. 29), no previendo la Ley, frente al desacato, otra consecuencia 
distinta a la sanción penal de prisión de seis (6) a quince (15) meses (art. 31),55 lo que implica 
que ante desacatos lo que puede hacer es procurar el inicio de un proceso penal ante la juris-
dicción penal ordinaria. 

Este régimen, sin embargo fue trastocado por la Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia, mediante sentencia Nº 138 de 17 de marzo de 2014,56 a través de la cual, 
usurpando las competencias de la Jurisdicción Penal, se arrogó la potestad sancionatoria 
penal en materia de desacato a una decisión anterior de amparo (Nº 136 de 12 de marzo de 

                                            

Revista de Derecho Público, Editorial Jurídica Ve-
nezolana, Nº 137 (enero-marzo 2014). 

54 u-
Globovisión, 24 de marzo de 2014, en http://globovision.com/articulo/junta-directiva-de-la-

an-anuncia-rueda-de- a-
do la nombraron embajadora de la Organización de Estados Americanos, de un gobierno extranje-

 exdiputada de la AN, María Corina Machado fue a mal poner a 
Noticias24, 22 de marzo de 2014, en http://noticias24ca-rabobo.com/actualidad/no-

ticia/38925/maduro-la-exdiputada-de-la-an-maria-corina-machado-fue-a-mal-poner-a-venezuela/. 
55  Como sucede en general en América Latina. Véase lo expuesto en Allan R. Brewer-Carías, El 

proceso de amparo en el derecho constitucional comparado de América Latina (edición mexica-
na), Colección Biblioteca Porrúa de Derecho Procesal Constitucional, Ed. Porrúa, México, 2016. 
226 pp.; (edición peruana), Ed. Gaceta Jurídica, Lima 2016, 230 pp.   

56  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/marzo/162025-138-17314-2014-14-0205.HTML. 
Véanse los comentarios en: Véase Allan R. Brewer- tucional revo-
cación del mandato popular de alcaldes por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, usurpan-
do competencias de la jurisdicción penal, n-
carcelamiento (el caso de los Alcaldes Vicencio Scarano Revista de 
Derecho Público Nº 138, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2014, pp. 176 y ss.; .y en el li-
bro: El golpe a la democracia dado por la Sala Constitucional, (De cómo la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela impuso un gobierno sin legitimidad democrática, 
revocó mandatos populares de diputada y alcaldes, impidió el derecho a ser electo, restringió el 
derecho a manifestar, y eliminó el derecho a la participación política, todo en contra de la Consti-
tución), segunda edición, (Con prólogo de Francisco Fernández Segado), Caracas 2015, 426-pp. 
Editorial Jurídica Venezolana, segunda edición, Caracas 2015, pp. 175-234. 



ESTUDIOS 29 

2014), condenándolo a prisión, y revocándole inconstitucionalmente su mandato de Alcalde 
al Sr. Vicencio Scarano Spisso. Ello mismo lo hizo la Sala posteriormente mediante otras 
sentencias contra otros Alcaldes.57

Para ello, la Sala violó todas las garantías más elementales del debido proceso, entre las 
cuales están, que nadie puede ser condenado penalmente sino mediante un proceso penal 

art. 257 de la Constitución ), 
en el cual deben respetarse el derecho a la defensa, el derecho a la presunción de inocencia, el 
derecho al juez natural (art. 49 de la Constitución), y la independencia e imparcialidad del 
juez (arts. 254 y 256 de la Constitución); juez que en ningún caso puede ser juez y parte, es 
decir, decidir en causa en la cual tiene interés. 

En todos esos casos, la Sala Constitucional ordenó a los Alcaldes ejecutar, entre múlti-
ples actividades de tipo administrativo que son propias de la autoridad municipal, las de velar 
por la ordenación de la circulación, la protección del ambiente, el saneamiento ambiental, la 
prevención y control del delito, para lo cual debían realizar acciones y utilizar los recursos 

táculos en la vía pública 
que impidan, perjudiquen o alteren el libre tránsito de las personas y vehículos; o se proceda 

58

Días después de dictada las medidas cautelares que habían requerido unas asociaciones 
de vecinos, la Sala Constitucional, actuando de oficio, y con el propósito de sancionar direc-
tamente a los destinatarios de las mismas procedió a fijar un procedimiento ad hoc para de-

que impon-
dría la sanción penal prevista en la Ley y remitiría la decisión para su ejecución a un juez de 
primera instancia en lo penal.  

                                            
57  Una demanda similar se intentó simultáneamente ante la Sala Constitucional por un abogado a 

título personal contra los Alcaldes de los Municipios Baruta y El Hatillo, originando una medida 
de amparo cautelar (sentencia Nº 135 de 12 de marzo de 2014, en http://www.tsj.gov.ve 
/decisiones/scon/marzo/161913-135-12314-2014-14-0194.HTML); la cual, a petición del mismo 
abogado formulada a título personal, originó una decisión judicial de aplicación por efectos exten-
sivos de la anterior medida judicial de amparo cautelar contra los Alcaldes de los Municipios Cha-
cao, Lechería, Maracaibo y San Cristóbal (sentencia 137 de 17 de marzo de 2014 en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/mar-zo/162024-137-17314-2014-14-0194.HTML). Ello se 
anunció en la Nota de Prensa del Tribunal Supremo de Justicia de 24 de marzo de 2014. Véase en 
http://www.tsj.gov.ve/informa-cion/notasdeprensa/notasdeprensa.asp?codi-go=11777, debe desta-
carse, sin embargo, que en la Nota de Prensa oficial del Tribunal Supremo informando sobre la 

s alcaldes 
a quienes se sancionan son de los municipios donde presuntamente se han cometido mayor núme-
ro de hechos delictivos como homicidios, destrucción de organismos públicos y privados, destruc-
ción del ambiente, incendio de vehículos y cierre de vías, desde que se iniciaron las manifestacio-

 Véase en http://www.tsj.gov.ve/in-formacion/notasde-prensa/notasde 
prensa.asp?codigo=11768. Con ello, el Tribunal Supremo expresó claramente el propósito de su 
sentencia de amparo, que en definitiva no era el de proteger algún derecho ciudadano, sino el de 
sancionar a los Alcaldes de oposición, precisamente por ser de oposición 

58  Contra esta decisión de mandamiento de amparo cautelar el Alcalde del Municipio se opuso a la 
misma mediante escrito de 18 de marzo de 2014, y al día siguiente, el día 19 de marzo de 2014, la 
Sala Constitucional con base en el argumento de que en el procedimiento de amparo no debe haber 

Improponible en derecho la oposición al mandamiento de amparo 

Nº 139 de 19 de marzo de 2014 en http://www.tsj.gov.ve/de-cisiones/scon/marzo/162073-139-
19314-2014-14-0205.HTML. 
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La Sala Constitucional se erigió, así, en el perseguidor de los funcionarios públicos elec-
tos, responsables de los gobiernos municipales en los Municipios donde la oposición había 
tenido un voto mayoritario.  

i-
59 invirtiendo así la carga de la prueba y violando con ello la presunción de inocen-

penal,60 y así, criminalizando el ejercicio de la función administrativa, sin ser juez penal, 
procedió a declarar la inhabilitación política del funcionario, a encarcelarlo y a separarlo de 
su cargo, es decir, revocarle en definitiva su mandato, violando el principio democrático 
representativo.61

Sobre esta masiva violación de los derechos civiles políticos del Alcalde revocado y en-
carcelado, la Defensora de

62 lo 
                                            
59  Sobre el tema véase Allan R. Brewer-

comentar la doctrina jurisprudencial en la materia sentada por el Tribunal Supremo de Justicia de 

Tribunal Revista de De-
recho Público, Nº 101, enero-marzo 2005, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2005, pp. 225-

Temas de Derecho Penal Económico, Homenaje a Alberto Arteaga Sánchez (Compiladora Car-
men Luisa Borges Vegas), Fondo Editorial AVDT, Obras colectivas OC Nº 2, Caracas 2007, pp. 
787-816. 

60  La Sala Constitucional incluso, en la senten
caso de quedar verificado el desacato, impondrá la sanción conforme a lo previsto en el artículo 31 
de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y remitirá la decisión 
para su ejecución a un juez de primera instancia en lo penal en funciones de ejecución del Circuito 

e-
 sino que r una violación a la do-

ble instancia, porque si el TSJ ya tomó una decisión ante quién puede apelar el Alcalde . Véase en 
s-

tas alertan que Sala Constituci El Universal, viernes 21 de 
marzo de 2014 12:00 AM, en http://www.eluni-versal.com/nacional-y-politica/140321/con-caso-
scarano-tsj-echo-a-la-basura-12-anos-de-jurisprudencia. Por todo ello, también con razón, el pro-
fesor o-
mo una condena a pena de muerte. Si lo hizo la sala Constitucional, cuyas sentencias tienen carác-
ter vinculante, cualquier tribunal que conozca de un procedimiento de amparo puede hacer lo 
mismo. Si damos por buena esta decisión cualquier alcalde puede ser destituido sin formula de jui-

como Scarano. Los penalistas Alberto Arteaga y José Luis Tamayo consideran que la Sala Consti-
El Nacional, Caracas 21 de marzo de 2014, 12.01 am, en http:// 

www.el-nacional.com/politica/Cualquier-alcalde-puede-destituido-Scarano_0_376162596.html. 
61  Véase en http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasdepren-sa.asp?codigo=11771. 
62

sectores se le han formulado al procedimiento realizado por la Sala Constitucional contra Scarano 
dicha funcionara a decir que Es imposible que con la pre-

sencia de todos los poderes públicos se cometa una ilegalidad , afirmó, al tiempo que aseguró que 
el hoy exalcalde tuvo la oportunidad de defenderse de los señalamientos en una "audiencia muy 

s-

viernes 21 de marzo de 2014 12:00 AM, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/ 
140321/-con-caso-scarano-tsj-echo-a-la-basura-12-anos-de-jurisprudencia 
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que equivale a decir que en un régimen autoritario las violaciones al ordenamiento jurídico 
so como en Venezuela  por todos los órganos del Estado.63

En todo caso, con el Tribunal Supremo y la Defensora del Pueblo como instrumentos 
para someter y encarcelar los alcaldes de oposición, el Presidente de la República (N. Madu-
ro) al día siguiente de la sentencia del Juez Constitucional, y antes de que su texto se hubiese 
publicado, el día 20 de marzo de 2014 ya había comenzado a amenazar directamente a los 
demás Alcaldes, de que usaría al Tribunal Supremo para eliminarlos,64 y lo mismo hizo dos 
días más tarde el Gobernador del Estado Barinas en relación con Alcaldes de esa entidad.65

Las amenazas se comenzaron a concretar de inmediato, y así, la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia, muy obediente y diligentemente, mediante sentencia Nº 150 de 

de amparo dictada por la sentencia Nº 135 de 12 de marzo de 2014 respecto del Alcalde del 
Municipio San Cristóbal del Estado Táchira, Sr. Daniel Ceballos, procedió a sancionarlo a 

alcalde del municipio San 66

El Alcalde Ceballos, en todo caso, en esa audiencia del 25 de marzo de 2014 les expresó 

Constitucional, no esperaba justicia, y que estaba 

                                            
63  Era como para recordarle a la defensora del Pueblo lo que el político español Iñaki Ianasagasti, 

destacaba en su comentario a la traducción del profesor Carlos Armando Figueredo del libro de 
Ingo Müller, Los Juristas del Horror, (1987) sobre el comportamiento de los jueces durante el na-

ibro es que los atro-
pellos, las prisiones, las torturas y aún el exterminio en masa se hicieron de manera legal y apega-

64  El día 20 de marzo de 2014, a las pocas horas de haber la Sala Constitucional dictado su decisión 
encarcelando al Alcalde del Municipio San Diego del Estrado Carabobo, Nicolás Maduro como 
Presidente de la República, refiriéndose al Alcalde del Municipio Chacao del Estado Miranda, le 

Justicia (TSJ) toma 
acciones con estas pruebas, usted se va de esa alcaldía ¿oyó? llamaríamos a elecciones, para que el 
pueblo de Chacao tenga un alcalde o una alcaldesa que de verdad lo represente
manifestantes pueden protestar todos los días que quieran, pero no pueden trancar las vías. En lo 
que lo hagan, entraremos y formará parte del expediente de desacato de Ramón Muchacho. Mírese 
en el espejo El Univer-
sal, jueves 20 de marzo de 2014 05:53 PM, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/ 
140320/maduro-amenaza-con-elecciones-en-el-municipio-chacao 

65

un acto, el gobernador de Barinas advirtió al alcalde José Luis Machín (Barinas) y Ronald Aguilar 
(Sucre) que podrían acabar como Scarano y Ceballos,  en El Universal, viernes 21 de marzo de 
2014 12:31 pm, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/protestas-en-venezuela/140321 
/adan-chavez-amenazo-con-poner-presos-a-dos-alcaldes-de-barinas 

66 Véase en http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasde-pren-sa.asp?codigo=11784. 

el hecho de que se oyó al encausado y a la Asociación Civil que accionó contra él. Se le olvidó a la 
Sala Constitucional que conforme al artículo 49 de la Constitución, el debido proceso no se agota 
en el derecho a ser oído, sino a la defensa, a la presunción de inocencia, al juez natural, a la doble ins-
tancia entre otros, todos violados en dicha audiencia. 
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en una prisión militar que comparte celdas con Enzo Scarano, un alcalde legítimo y depuesto 
y Leopoldo López, el hombre que con dignidad y valentía despertó al pueblo. Soy perfecta-
mente consciente de por qué estoy aquí. Tengo muy claro las razones que me traen a este 

67

Lamentablemente, sin embargo, el texto de la sentencia adoptada en la audiencia del día 
25 de marzo de 2014, y publicada con el Nº 263 el 11 de abril de 2014,68 no recogió todo lo 

que se había 
establecido antes, con lo cual igualmente, se lo enjuició, condenó penalmente, encarceló y se 
le revocó su mandato popular en contra de todos los principios del debido proceso,69 conclu-
yendo así su arremetida contra el mandato popular de Alcaldes. 

VI.  LA VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO REPRESENTATIVO POR LA 
ARBITRARIA IMPOSICIÓN POR EL JUEZ CONSTITUCIONAL DE UN GO-
BIERNO A CARGO DE UN FUNCIONARIO NO ELECTO (2013) 

La Constitución de 1999 establece como principio pétreo que el gobierno, además de ser 

tienen derecho a ser gobernados solo por funcionarios electos. En cuanto al Presidente de la 
República, dicho cargo solo lo puede ejercer alguien que haya sido electo mediante sufragio 
universal, directo y secreto (art. 228). Sin embargo, entre enero y marzo de 2013, contrarian-
do los más elementales principios de la justicia constitucional, el Juez Constitucional en 
Venezuela atentó abiertamente contra el principio democrático representativo, imponiéndole 
a los venezolanos un gobierno sin legitimidad democrática, es decir, conducido por un fun-
cionario que no había sido electo por el pueblo, una vez que el Presidente de la República, 
Hugo Chávez después de ser reelecto en octubre de 2012, sin embargo, por enfermedad y 
luego quizás por su fallecimiento,70 no pudo tomar posesión del cargo en enero de 2013. 

                                            
67  Véase en http://cifrasonlinecomve.wordpress.com/2014/03/28/alcalde-daniel-ceballos-le-da-hasta-

por-la-cedula-a-los-magistrados-del-tsj/. 
68  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/abril/162992-263-10414-2014-14-0194.HTML. 
69

lo injustificable: la violación masiva de todos los principios del debido proceso en el caso de las 
sentencias Nº 245 y 263 de 9 y 11 de abril de 2014, de revocación del mandato popular de Alcal-

 11 de abril 2014, en http://allanbrewercarias.com/wp-content/uploads/2014/04/100.Brewer.-
sobre-las-sentencias-del-caso-de-los-Alcaldes-de-San-Diego-y-San-Crist%C3%B3bal.-EL-FALLI-
DO-INTENTO-DE-JUSTIFICAR-L.pdf. 

70  Debe precisarse de entrada, para este comentario, que si bien el fallecimiento del Presidente Hugo 
en Caracas el 5 de marzo de 2013, la fecha de su ocurrencia 

efectiva siempre estuvo oculta, después de haber sido operado en La Habana, Cuba, el 10 de di-
ciembre de 2012, a partir de lo cual nunca más se lo vio en público. En julio de 2018, sin embargo, 
quien para esos tiempos era la Fiscal General de la República (Luisa Ortega Díaz), confirmó lo 
que siempre se había sospechado, y era que el Hugo Chávez habría fallecido efectivamente en La 
Habana, en diciembre de 2012 y no cuando se anunció tal hecho en marzo de 2013. Véase Ludmi-
la Vinogradoff, La exfiscal Ortega confirma que Chávez murió dos meses antes de la fecha anun-

 en ABC International, 16 de julio de 2018, en https://www.abc.es/inter-nacional/abci-
confirman-chavez-murio-meses-antes-fecha-anunciada-201807132021_noticia.html. 
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Ello ocurrió con la emisión de dos sentencias de la Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia, Nº 2 de 9 de enero de 2013 71 y Nº 141 de 8 de marzo de 2013, 72 dictadas 

condicionado por los siguientes hechos y situaciones jurídicas: 

Primero, que el Presidente Chávez había sido reelecto Presidente de la República el 7 de 
octubre de 2012 para el período constitucional 2013-2019. La reelección se produjo estando 
en ejercicio del cargo de Presidente por el período constitucional 2007-2013, para el cual 
había sido reelecto en 2006; período este que terminaba el 10 de enero de 2013.  

Segundo, que el Presidente Chávez, desde el día 9 de diciembre de 2012, había viajado a 
La Habana, luego de haber obtenido autorización de la Asamblea Nacional para ausentarse 
del territorio nacional por más de 5 días (art. 234, Constitución), para someterse a una opera-
ción quirúrgica, después de la cual nunca más se le vio en público. 

Tercero, que la ausencia del Presidente del territorio nacional constituyó una falta tem-
poral (art. 234, Constitución) que constitucionalmente implicaba que el Vicepresidente Eje-
cutivo (Nicolás Maduro), lo debía suplir; lo que sin embargo o hizo, habiendo permanecido 
en Caracas, con viajes frecuentes a La Habana, actuando solo mediante una delegación de 
atribuciones que el Presidente Chávez había decretado el 9 de diciembre de 2012.  

Cuarto, que para tomar posesión del cargo de Presidente para el nuevo período constitu-
cional 2013-2019, el Presidente Chávez debía necesariamente juramentarse ante la Asamblea 
Nacional el día 10 de enero de 2013 (art. 231, Constitución).  

Quinto, que si ese día 10 de enero de 2013, el Presidente electo, por alguna causa sobre-
venida no se podía juramentar ante la Asamblea Nacional, luego lo podía hacer posteriormen-
te ante el Tribunal Supremo de Justicia (art. 231, Constitución).  

Sexto, que el Vicepresidente Ejecutivo Nicolás Maduro informó a la Asamblea Nacional 
el 8 de enero de 2013, que el Presidente de la República, dado su estado de salud, no iba a 
poder comparecer ante la Asamblea el día 10 de enero de 2013 para juramentarse en su cargo, 
informando que permanecía en La Habana; y  

Séptimo, que en esa fecha 10 de enero de 2013, en todo caso, comenzó el nuevo período 
constitucional 2013-2019 (art. 231, Constitución), sin haberse juramentado el Presidente 
electo.

                                            
71  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/-Enero/02-9113-2013-12-

1358.html. Véase los comentarios en Allan R. Brewer- i-
ción del principio democrático de gobierno. O de cómo la Jurisdicción Constitucional en Venezue-
la impuso arbitrariamente a los ciudadanos, al inicio del período constitucional 2013-2019, un go-
bierno sin legitimidad democrática, sin siquiera ejercer actividad probatoria alguna, violentando 

Revista de Derecho Público, Nº 133 (enero-marzo 2013), Edito-
rial Jurídica Venezolana, Caracas 2013, pp. 179-212. 

72  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve.decisiones/scon/Mar-zo/141-9313-2013-
13-0196.html. Véase los comentarios en Allan R. Brewer- e-

Revista de Derecho Público, Nº 135, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2013, pp. 207 y ss. 
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Al día siguiente, la Sala Constitucional dictó la primera de las sentencias mencionadas, 
Nº 2, dictada el 9 de enero de 2013,73 destinada a resolver la situación jurídica derivada de la 
anunciada falta de comparecencia del Presidente Hugo Chávez, después de su reelección, 
para tomar posesión de su cargo el día siguiente 10 de enero de 2013, que era la fecha en la 
cual terminaba su período constitucional 2007-2013 y cuando comenzaba el período 2013-
2019.  

La Sala Constitucional se rehusó a considerar que se había producido una falta absoluta 
del Presidente electo, al no poder comparecer y tomar posesión de su cargo, por encontrarse 
fuera de Venezuela, supuestamente hospitalizado; y además, se abstuvo de tratar de conocer 
la realidad, y por ejemplo, solicitar prueba procesal que al menos certificara incluso si el 
Presidente estaba o no vivo;74 y así, sin actividad probatoria para saber realmente sobre su 

a-

enero de 2013, 75  y la que comenzaba el mismo día, con la ausencia del Presidente y sabiendo 
que obviamente no estaba en ejercicio de su cargo.   

Con ese decreto-
Juez Constitucional fue extenderle sus funciones al Vice Presidente Ejecutivo, Nicolás Madu-
ro, quien sin ser un funcionario electo fue instalado a la cabeza del Poder Ejecutivo, y a todo 
el Gabinete ejecutivo, afirmando, contra la realidad, que a pesar de que Chávez estaba ausen-

obviamente era falso pues, si es que acaso estaba vivo, lo que se había informado era que 
estaba recluido en un Hospital en La Habana.76

                                            
73  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/-Enero/02-9113-2013-12-

1358.html. Véase los comentarios en Allan R. Brewer- i-
ción del principio democrático de gobierno. O de cómo la Jurisdicción Constitucional en Venezue-
la impuso arbitrariamente a los ciudadanos, al inicio del período constitucional 2013-2019, un go-
bierno sin legitimidad democrática, sin siquiera ejercer actividad probatoria alguna, violentando 
abiertamente la Revista de Derecho Público, Nº 133 (enero-marzo 2013), Edito-
rial Jurídica Venezolana, Caracas 2013, pp. 179-212. 

74  En julio de 2018, como antes se dijo, quien para el momento en el cual se dictaron las sentencias 
que se comentan era la Fiscal General de la República (Luisa Ortega Díaz), confirmó lo que siem-
pre se sospechó, y es que Hugo Chávez habría fallecido en La Habana en diciembre de 2012 y no 

La exfiscal Ortega 
 en ABC International, 16 de 

julio de 2018, en https://www.abc.es/interna-cional/abci-confirman-chavez-murio-meses-antes-
fecha-anunciada-201807132021_noticia.html. 

75  Sobre ello, Ricardo C
muy sano del derecho administrativo: que independientemente de los cambios en la dirección ad-
ministrativa de los asuntos del estado, las funciones del gobierno continúan. Lo que está planteado 
es que ha terminado un período constitucional y que eso no es un supuesto de continuidad admi-
nistrativa sino es un supuesto de renovación de los poderes públicos que tienen un plazo limitado 

BBC Mundo,
11 de enero de 2013. En: http://www.bbc.co.uk/mundo/movil/noticias/2013/01/130110 venezue-
la_cons-tityente_combellas_opinion_cch.shtml. 

76 Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Enero/-02-9113-2013-12-
1358.html. 
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Así un Vicepresidente no electo y que había sido designado como Vice Presidente por el 
Presidente Chávez, cuyo mandato terminaba, fue instalado en el Poder Ejecutivo sin legitimi-
dad democrática alguna, pues no era un funcionario electo popularmente, produciéndose, sin 
duda, una usurpación de autoridad.77

Luego vino la segunda sentencia, Nº 141, dictada el 8 de marzo de 2013,78 que fue dic-
tada tres días después de que el Vicepresidente Ejecutivo Nicolás Maduro anunciara el falle-
cimiento del Presidente Chávez, pero sin constatar tal circunstancia ni siquiera diciendo 
cuándo ese hecho habría ocurrido. Mediante esta decisión, la Sala Constitucional, pasó a 
asegurar que el Vicepresidente Ejecutivo que ya había sido impuesto como gobernante (sin 
haber sido electo) por la misma Sala, continuaría como Presidente Encargado y, además, 
habilitándolo, contra lo dispuesto en la Constitución, para poder presentarse como candidato 
presidencial sin separarse de su cargo.  

Ambas sentencias, hechas a la medida del régimen autoritario, fueron abierta y absolu-
tamente inconstitucionales y dictadas, además, en ausencia de la toda base probatoria: en 
enero, la Sala nunca tuvo a su vista informe médico alguno que indicara el estado de salud 
del Presidente Chávez, ni había fe de vida alguna del mismo; y en marzo, nunca tuvo a su 
vista la partida de defunción del Presidente Chávez para determinar la fecha de su falleci-
miento, basándose para resolver, solamente en el hecho de que el Vicepresidente había 

Ambas sentencias, violentaron el derecho ciudadano a la democracia representativa y a 
ser gobernados por gobiernos de origen democrático; es decir, el derecho a la representación 
política, lo que implica que los gobernantes sean electos como resultado del ejercicio del 
derecho al sufragio, y el derecho a que el acceso al poder en cualquier caso se haga con arre-
glo a la Constitución y a las leyes, es decir, a los principios del Estado de derecho.  

Esos derechos, en un Estado de derecho, deben ser garantizados por el Juez Constitu-
cional quien es el llamado a asegurar no sólo que el ejercicio del poder por los gobernantes se 
realice de acuerdo con el texto de la Constitución y las leyes, sino que el acceso al poder se 
realice conforme a las previsiones establecidas en las mismas. Por tanto, resultaría totalmente 
inconcebible que en un Estado democrático de derecho, sea el propio Juez Constitucional el 
que viole el principio democrático, y sea dicho Juez el que designe para ocupar un cargo de 
elección popular, a quien no ha sido electo por el pueblo. 

                                            
77

vimos ayer no tiene precedentes. Dijo que Venezuela amaneció con un gobierno usurpado y el Vi-
cepresidente, los ministros y la Procurad o-
dos los cargos de gobierno cesaron el pasado jueves y ante esa pretensión, todos sus actos son nu-
los, como lo establece el artículo 
ha violado su juramento, porque debió llamar a la sesión solemne de toma de posesión del nuevo 

separación de pode-

Primera página de Globovisión, 11 de enero de 2013, en http://www.lapatilla.com/site /2013/ 
01/11/maria-corina-nuestra-soberania-esta-siendo-pisoteada/ 

78  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve.decisiones/scon/Mar-zo/141-9313-2013-
13-0196.html. Véase los comentarios en Allan R. Brewer- e-

Revista de Derecho Público, Nº 135, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2013, pp. 207 y ss. 
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Ello sería un contrasentido y un atentado al Estado de derecho, particularmente porque 
el Juez Constitucional no es controlable por ningún otro órgano.  

Ese absurdo constitucional fue precisamente el que se produjo en Venezuela, entre 
enero y marzo de 2013, tiempo durante el cual, contrariando el principio democrático, el Juez 
Constitucional en Venezuela, a cargo de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia, fue precisamente el que violó abiertamente el principio democrático, sin que nadie 
pudiera controlarlo, dictando las dos sentencias antes indicadas  

de ejercer cabalmente sus funciones, lo que en realidad decidió fue poner el gobierno de 
Venezuela para el inicio del período constitucional 2013-2019, en manos de funcionarios que 
no habían sido electos popularmente, contrariando el principio democrático, como eran los 

n-

que habían sido nombrados en el período constitucional anterior. Con ello, en definitiva, lo 
que la Sala Constitucional hizo fue dar un golpe contra la Constitución,79 vulnerando el derecho 
de los ciudadanos a ser gobernados por gobernantes electos; a raíz de lo cual, el gobierno co-
menzó incluso a perseguir a quienes argumentaran o informaran sobre la interpretación que 
debía darse a las normas constitucionales y sobre la inconstitucional decisión del Tribunal Su-
premo y sus efectos;80 de manera que hasta los estudiantes universitarios que comenzaron a 
protestar contra la sentencia de la Sala Constitucional, fueron por ello amenazados con cárcel.81

Chávez, en definitiva, como era de preverse o se sospechaba, efectivamente no compa-
reció ante la Asamblea Nacional a tomar posesión del cargo para el período constitucional 
2013-2019, quizás incluso porque ya había fallecido. Ello no impidió, sin embargo, que Vi-
cepresidente Ejecutivo y otros Ministros, instalados en el gobierno, según lo anunciaron al 

                                            
79  También puede calificarse la situación como golpe de Estado, pues, en definitiva, todo golpe 

contra la Constitución es un golpe de Estado. Véase Claudio J. Sandoval, ¿Golpe de Estado en 
Venezuela?, en El Universal, Caracas 10 de enero de 2013, en http://www.eluniversal.com/opi-
nion/-130110/oea-golpe-de-estado-en-venezuela. 

80  El 9 de enero de 2013, el consultor jurídico de Globovisión, Ricardo Antela, explicó sobre el 
nuevo procedimiento administrativo sancionatorio abierto por la Comisión Nacional de Teleco-

nformati-
o-

m-
blea Nacional, Diosdado Cabello; y el ministro Rafael Ramírez, habían sugerido al ente regulador 

información en http://globovision.com/articulo/conatel-notifica-a-globovision-de-nuevo-procedi-
miento-adminis-trativo-sancionatorio 

81  El Gobernador del Estado Táchira u-
diantes de las universidades Católica y de Los Andes de esa entidad, que manifestaron en contra 

n-

é-
rez Díaz), usted está promoviendo la violencia en Táchira. Les están pagando desde el extranjero. 

-
tarde.com/no-ta.aspx?id=159398. 
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país, que supuestamente hubieran estado con el Presidente Hugo Chávez Frías en el Hospital 
Militar de Caracas, donde habría sido trasladado desde La Hab

2013.82

Unos días después, el 4 de marzo de 2013, sin embargo, ya el Ministro de Comunica-
ciones anunciaba al país que el estado de salud de 83 lo que pre-

84 informándose de inmediato el mismo día 5 de marzo de 2013, 
por el Vicepresidente Ejecutivo, que se había producido su fallecimiento. En esa forma, el 
juramento y la toma de posesión del cargo para el cual Chávez fue reelecto, nunca tuvo lugar. 

El anuncio del fallecimiento del presidente electo Chávez planteó de nuevo una serie de 
cuestiones jurídicas que requerían solución urgente, las cuales giraban en torno a determinar 
jurídica y constitucionalmente  , 
quién, a partir del 5 de marzo de 2013, debía encargarse de la Presidencia de la República en 
ese supuesto de efectiva falta absoluta de un Presidente electo, no juramentado, mientras se 
procedía a una nueva elección presidencial. En virtud de que el Presidente Chávez ya era 
evidente que no tomaría posesión de su cargo, por haberse anunciado su falta absoluta, el 

Supremo sin duda había cesado. 

En esa situación, conforme al artículo 233 de la Constitución, el único de los supuestos 
de falta absoluta del Presidente que prevé,85 aplicable en el caso, es la que se produce antes de 
que el Presidente electo tome posesión del cargo, que era el supuesto que había en definitiva 
ocurrido, en cuyo caso, dice la norma, el presidente de la Asamblea Nacional se encarga de la 
Presidencia de la República mientras se realiza una nueva elección y toma posesión el nuevo 
Presidente.  

                                            
82  Véase El Universal, 23 de 

febrero de 2013, en http://www.eluniver-sal.com/nacional-y-politica/salud-presidencial/130223/ 
maduro-asegura-que-se-reunio-con-chavez-por-mas-de-cinco- i-

por Caracas en Febrero 
23, 2013, en http://venezuelaaldia.com/2013/02/ma-duro-chavez-conti-nua-con-la-canula-traqueal-
y-usa-distintas-vias-de-entendimiento/.  

83 sigue Kikiriki, 4 de marzo de 2023, en 
http://www.kiki-riki.org.ve/villegas-el-estado-general-sigue-sien-do-delicado/.  

84 -
3-2013, en http://ar.reuters.com/article/topNews/id-ARL1N0BX9B220130305  

85  El i-
dente electo o Presidenta electa antes de tomar posesión, se procederá a una nueva elección uni-
versal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos siguientes. Mientras se elige y toma 
posesión el nuevo Presidente o la nueva Presidenta, se encargará de la Presidencia de la República 
el Presidente o Presidenta de la Asamblea Nacional. // Si la falta absoluta del Presidente o Presi-
denta de la República se produce durante los primeros cuatro años del período constitucional, se 
procederá a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos 
siguientes. Mientras se elige y toma posesión el nuevo Presidente o la nueva Presidenta, se encar-
gará de la Presidencia de la República el Vicepresidente Ejecutiv .



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 155/156 - 2018 38 

En este caso, el presidente de la Asamblea no pierde su investidura parlamentaria, ni asu-

el caso concreto, ello implicaba que el Presidente de la Asamblea Nacional, Diosdado Cabello 
debió de inmediato encargarse de la Presidencia de la República, ex constitutione.86

Sin embargo, ello no fue lo que ocurrió en la práctica política, incumpliendo el Presi-
dente de la Asamblea Nacional el mandato de la Constitución, particularmente al haberse 
anunciado el mismo día 5 de marzo de 2013, por la Procuradora General de la República 
(quien era la esposa del Vice Presidente Nicolás Maduro) que con la muerte del Presidente 
Hugo Chávez, inmediatamente se pone en vigencia el artículo 233, que establece que se 
encarga el Vicepresidente Nicolás Maduro (...) .Y la falta absoluta determina que el que se 
encarga es el Vicepresidente, Nicolás Maduro. 87

Y efectivamente, ello fue lo que ocurrió quedando evidenciado en Gaceta Oficial del 
mismo día, mediante la publicación del Decreto Nº 9.399 declarando Duelo Nacional, dado y 
firmado por 

88

                                            
86  Así por ejemplo lo consideró el diputado Soto Rojas, al señalar tras el fallecimiento del Presidente 

Chávez que , en re-
6to. Poder, 5-3-2013, en http://www. 

6topo-der.com/venezuela/politica/diputado-soto-rojas-diosdado-cabello-debe-juramentarse-y-nues-
tro-candidato-es-nicolas-maduro/ Por ello, con razón, el profesor José Ignacio Hernández, explicó 

n-
cluirse que ante la falta absoluta del Presidente electo antes de tomar posesión (mediante juramen-
to), deberá encargarse de la Presidencia el Presidente de la Asamblea Nacional. Es ésa la conclu-
sión que aplica al caso concreto, pues el Presidente Hugo Chávez falleció sin haber prestado jura-
mento, que es el único mecanismo constitucional previsto para tomar posesión del cargo, con lo 
cual debería asumir la Presidencia quien fue designado como Presidente de la Asamblea Nacio-

PRODAVINCI, 5-3-2013, en http://prodavinci.com/-blogs/a-proposito-de-la-ausencia-absoluta-
del-presidente-de-la-republica-por-jose-ignacio-hernandez-g/. 

87 Chávez. 06/03/2013 03:16:00 p.m. Aseguró la Procuradora General de la Repú-
blica Cilia Flores: La o-
titarde.com, 7-3-2013, en http://www.notitarde.com/Muerte-de-Chavez/Cilia-Flores-La-falta-abso-
luta-determina-que-se-encargara-el-Vicepresidente-Maduro/2013/03/06/169847. 

88  Gaceta Oficial 40.123 de 5 de marzo de 2013. Con relación a este Decreto, que fue refrendado por 
todos los Ministros y publicado en Gaceta Oficial

mando la atención respecto 

Raffalli: Maduro no puede ser candidato mientras 
6to.Poder, Caracas 7-3-2013, en http://www.6topoder. 

com/vene-zuela/politica/raffalli-maduro-no-puede-ser-candidato-mientras-tambien-osten-te-la-vi-
cepresidenc i-
dencia, o es Presidente encargado a secas?, en El Universal, 8=3-2013, en http://www.eluniver-
sal.com/opinion/-130308/du-das-constitucionales. Sin dejar de considerar que con ese Decreto, 
efectivamente y de hecho, el Vicepresidente Maduro asumió sin título alguno la Presidencia de la 
República, es decir, ilegítimamente; sin embargo consideramos que debe puntualizarse que de 
acuerdo con el texto de la Constitución, en cualquier caso en el cual se produzca una falta absoluta 
del Presidente en los términos del artículo 233 de la Constitución, tanto el Presidente de la Asam-
blea Nacional como del Vicepresidente, es sus respectivos casos, lo que deben y pueden hacer es 
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Todo ello ese fraude constitucional fue ratificado por la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, en la ya indicada sentencia Nº 141 dictada el 8 de marzo de 2013,89 al 

6 de marzo de 2013, en relación con la aplicación del artículo 233 de la Constitución a la 
situación concreta derivada de la anunciada falta absoluta del Presidente Chávez, que era la 
de un Presidente electo que no había tomado posesión de su cargo. La Sala, sin embargo, 
desconociendo la realidad, concluyó que la falta absoluta no se había producido antes de que 
Chávez tomara posesión de su cargo, como en efecto ocurrió porque nunca tomó posesión ,

sentencia anterior, y que aseguraba que supuestamente había continuado en ejercicio del 
cargo, no siendo necesaria una nueva toma de posesión del Presidente electo.90

Por ello, la Sala concluyó que entonces debía convocarse a una elección universal, di-
recta y secreta para elegir presidente, pero quedando encargado de la Presidencia Nicolás 

                                            
89  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve.decisiones/scon/Mar-zo/141-9313-2013-

13-0196.html. Véanse los comentarios en Allan R. Brewer- Constitucional y la 
n-

Revista de Derecho Público, Nº 135, Editorial Jurídica Venezola-
na, Caracas 2013, pp. 207 y ss. 

90  Días después de dictada la sentencia, el 12 de marzo de 2013, en un programa de televisión, la 
u-

ción debemos leerla muy claramente, a mí una de las cosas que más me preocupa es la falta de lec-
a-

ño que hacen al pueblo cuando se refieren al texto constitucional saltándose párrafos para que se 
ó durante el programa Contragolpe que transmite Venezolana de 

Televisión. / La magistrada cuestionó que hay quienes pretenden irrespetar la Constitución, al 
afirmar que debe ser el presidente de la Asamblea Nacional, en este caso Diosdado Cabello, quien 
de ntras se elige 
y toma posesión el nuevo Presidente o nueva Presidenta se encargará de la Presidencia de la Re-
pública el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva. Yo estoy leyendo la Constitu-

http://www.vive. 
gob.ve/actua-lidad/noticias/designaci%-C3%B3n-de-nicol%C3%A1s-maduro-como-presi-dente-e-
es-constitucional. Véase igualmente la reseña en http://www.el-nacional.com/politica/Luisa-
Estella-Morales-Maduro-Constitucion_0_15238-7380.html.  Por lo visto no se percató la magis-

a-
Sala Constitucional que dictó la sentencia bajo su Ponencia, al ignorar (o 

saltarse) el primer párrafo sobre la falta absoluta del Presidente del artículo 233 que dispone que 
ntes de tomar po-

sesión, se procederá a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días 
consecutivos siguientes. Mientras se elige y toma posesión el nuevo Presidente o la nueva Presi-
denta, se encargará de la Presidencia de la República el Presidente o Presidenta de la Asamblea 

cuando se produce la falta absoluta del Presidente de la República se habrá de realizar una nueva 
elección y se encargará de la Presidencia de la República el Vicepresidente Ejecutivo o la Vice-
presidenta Ejecutiva. ltó un párrafo de la 
norma para malinterpretarla. 
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Constitución, permitiendo que Maduro pudiera postularse para participar en el proceso elec-
toral para Presidente de la República, sin separarse de su cargo.91

Quedaron así muy convenientemente resueltas por el Juez Constitucional todas las du-
das e incertidumbres pasadas, que ya habían sido resueltas políticamente entre los órganos 
del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. La Sala Constitucional, una vez más, interpretó 
la Constitución a la medida del régimen autoritario, mutándola y distorsionándola. 

VII. LA INCONSTITUCIONAL ACEPTACIÓN POR EL JUEZ CONSTITUCIONAL DE 
UNA SUPUESTA DEMOCRACIA SIN SUFRAGIO (2017) 

En 2007, el Presidente Hugo Chávez, presentó ante la Asamblea Nacional un proyecto 
de reforma constitucional para la creación del Estado Comunal o del Poder Popular, 92 la cual 
después de ser aprobada por la Asamblea Nacional,93 afortunadamente fue rechazada por el 
pueblo por referendo de diciembre de 2007.  

La orientación de la reforma la dio el propio Presidente de la República durante todo el 
año 2007, y 

94 en el cual señaló con toda 
ana 

95 a-
96 considerando que todos los que habían votado por su 

97 lo que por supuesto no era cierto. 

a-
98 ú-

anos y las ciudadanas comu-

                                            
91  La Sala Constitucional ratificó esta doctrina en sentencia Nº 1116 de 7 de agosto de 2013.Véase en 

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/1116-7813-2013-13-0566.html. 
92 Véase Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, Poli-

cial y Militarista, Comentarios sobre el sentido y alcance de las propuestas de reforma constitucio-
nal 2007, Colección Textos Legislativos, N° 42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, 157 pp. 

93 Véase Allan R. Brewer-Carías, La Reforma Constitucional de 2007 (Comentarios al proyecto 
inconstitucionalmente sancionado por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre de 2007), Colec-
ción Textos Legislativos, N° 43, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, 224 pp.

94  Véase Discurso de Orden pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez Frías, Presi-
dente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela en la conmemoración del Ducen-
tésimo Segundo Aniversario del Juramento del Libertador Simón Bolívar en el Monte Sacro y el 
Tercer Aniversario del Referendo Aprobatorio de su mandato constitucional, Sesión especial del 
día Miércoles 15 de agosto de 2007, Asamblea Nacional, División de Servicio y Atención legisla-
tiva, Sección de Edición, Caracas 2007.  

95 Idem, p. 4. 
96 Idem, p. 33. 
97 Idem, p. 4. Lo que no era cierto. En todo caso, se pretendió imponer al 56% de los votantes que no 

votaron por la reelección del presidente, la voluntad expresada por sólo el 46% de los votantes ins-
critos en el Registro Electoral que votaron por la reelección del Presidente. Según las cifras oficia-
les del CNE, en las elecciones de 2006, de un universo de 15.784.777 votantes inscritos en el Re-
gistro Electoral, sólo 7.309.080 votaron por el Presidente.  

98  Véase Discurso
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99 Y todo ello bajo 
100 pero por 

n que, como lo propuso el Presidente y fue 
sancionado por la Asamblea Nacional en la rechazada reforma del artículo 136 de la Consti-

alguna, sino que nace de la condición de los grupos humanos organizados como base de la 
101

Esta propuesta de reforma constitucional que buscaba eliminar el sufragio y la democra-

el pueblo, sin embargo, fue inconstitucionalmente impuesta en forma parcial, además de 
mediante la Ley los Consejos Comunales sancionada con antelación,102 con las Leyes Orgáni-
cas del Poder Popular, en particular, la Ley Orgánica del Poder Popular y la Ley Orgánicas de 
las Comunas,103 y además, con la reforma de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal,104

que establecieron el marco normativo de un nuevo Estado, paralelo al Estado Constitucional,
desconstitucionalizándolo,105

                                            
99 Idem, p. 32. 
100 Idem, p. 35. Estos conceptos se recogieron igualmente en la Exposición de Motivos para la Refor-

o-
a venezolana al so-

u-
a que Venezuela sea una República socialista, boliva-

101 Idem.
102  Véase en Gaceta Oficial N° 5.806 Extra. de 10-04-2006. Véase Allan R. Brewer- El inicio 

de la desmunicipalización en Venezuela: La organización del Poder Popular para eliminar la des-

Prima de Derecho Administrativo. Revista de la Asociación Internacional de Derecho Administra-
tivo, Universidad Nacional Autónoma de México, Facultad de Estudios Superiores de Acatlán, 

Asociación Internacional de Derecho Administrativo, México, 2007, pp. 49 a 67.
103  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21 de diciembre de 2010. La Sala Constitucional 

mediante sentencia Nº 1330 de 17 de diciembre de 2010 declaró la constitucionalidad del carácter 
orgánico de esta Ley. Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1330-171210-
2010-10-1436.html. Véase en general sobre estas leyes, Allan R. Brewer-Carías, Claudia Nikken, 
Luis A. Herrera Orellana, Jesús María Alvarado Andrade, José Ignacio Hernández y Adriana Vigi-
lanza, Leyes Orgánicas sobre el Poder Popular y el Estado Comunal (Los consejos comunales, las 
comunas, la sociedad socialista y el sistema económico comunal), Colección Textos Legislativos 
Nº 50, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2011; Allan R. Brewer-

Revista 
de Derecho Público, Nº 124, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010, pp. 81-101. 

104  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.015 Extra. de 28 de diciembre de 2010. 
105 Véase en general sobre este proceso de desconstitucionalización del Estado, Allan R. Brewer-

Democrático 
Libro Home-
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Dicho Estado paralelo se estableció con la Comuna como a su célula fundamental, bus-
í-

on la consecuente 
desmunicipalización del país, regulándose a los Consejos Comunales sin asegurar su carác-
ter representativo mediante la elección de sus integrantes a través de sufragio universal, 
directo y secreto; buscando supuestamente en cambio, el ejercicio de la soberanía popular 

Se trató, por tanto, de un sistema político estatal en el cual se ignoró la democracia repre-
sentativa violándose así, abiertamente, la Constitución de la República, al establecerse que los 

u-
n-

tral. Este sistema, si nos atenemos a las experiencias históricas precedentes, todas fracasadas, 
unas desaparecidas como el de la Unión Soviética, y otros en vías de degradación como el de 
Cuba,106 no responde a otra idea que no sea la de un Estado Comunista, para el cual se adoptó al 
Socialismo como doctrina oficial pública, impuesta a los ciudadanos para poder participar, 
montado sobre un sistema político centralizado, militarista y policial para el ejercicio del poder. 

se ha pretendido hacer sin fundamento. Una verdadera democracia participativa solo puede 
tener lugar en un sistema político descentralizado políticamente,107 que pueda garantizar por 
ejemplo, a los miembros de los Consejos Comunales, las comunas y todas las organizaciones 
e instancias del Poder Popular, no solo su autonomía política, sino el ser electas por sufragio 
universal, directo y secreto, y no a mano alzada por asambleas controladas por el partido 
oficial y por el Ejecutivo Nacional en contravención al modelo de Estado democrático y 
social de derecho y de justicia descentralizado establecido en la Constitución.  

                                            
naje al profesor Alfredo Morles Hernández, Diversas Disciplinas Jurídicas, (Coordinación y 
Compilación Astrid Uzcátegui Angulo y Julio Rodríguez Berrizbeitia), Universidad Católica An-
drés Bello, Universidad de Los Andes, Universidad Monteávila, Universidad Central de Venezue-
la, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Vol. V, Caracas 2012, pp. 51-82; en Carlos Tablan-
te y Mariela Morales Antonorzzi (Coord.), Descentralización, autonomía e inclusión social. El 
desafío actual de la democracia, Anuario 2010-2012, Observatorio Internacional para la democra-
cia y descentralización, En Cambio, Caracas 2011, pp. 37-84; y en Estado Constitucional, Año 1, 
Nº 2, Editorial Adrus, Lima, junio 2011, pp. 217-236. 

106

Cuba. Véase el reportaje: 
la puerta a la pro Esto no quiere decir que renunciemos a nuestras ideas, sino que 
en nuestra visión pensamos en un país socialista, soberano, independiente, próspero y sostenible», 

 en ABC Interna-
cional, 23 de julio de 2018, en https://www.abc.es/inter-nacional/abci-cuba-elimina-termino-
comunismo-nueva-constitucion-y-abre-puerta-propiedad-privada-201807220757_noticia.html

107  Véase por ejemplo, Allan R. Brewer- icipativa, descentralización política 

(Coordinadores), Tendencias actuales del derecho público en Iberoamérica, Editorial Porrúa, Mé-
xico 2006, pp. 1-23; Allan R. Brewer- o-

Chiacchiera Castro (Coordinadores), La descentralización del poder en el Estado Contemporáneo,
Asociación Argentina de derecho constitucional, Instituto Italiano de Cultura de Córdoba, Instituto 
de derecho constitucional y derecho público provincial y municipal Joaquín V. González, Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales, Universidad nacional de Córdoba, Córdoba Argentina, 2005, pp. 75-89. 
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Por ser inconstitucionales dichas leyes Orgánicas del Poder Popular fueron impugnadas 
ante la Sala Constitucional, al igual que la Ley de reforma de la Ley Orgánica del Poder 
Municipal de 2010. La Sala nunca siquiera admitió los recursos de nulidad, salvo el que se 
intentó respecto de la Ley Orgánica de los Consejos Comunales,108 mediante la cual a los 

les asignó la función de designar a los miembros de 

universal directo y consultivos, de evaluación y 

cuyos miembros, además, los deben designar los voceros de los consejos comunales de la 
parroquia respectiva (art. 35), y sólo de entre aquellos avalados por la Asamblea de Ciudada-

. 109

Sin embargo, la Sala Constitucional, al resolver la impugnación de la ley Orgánica del 
Poder Municipal, mediante sentencia No. 355 de 16 de mayo de 2017,110 simplemente y 
desconociendo el pilar de la democracia en Venezuela, que es la democracia representativa, 
admitió la posibilidad de que los miembros de las Juntas Parroquiales fueran designados por 
los Consejos Comunales, en un proceso que ni siguiera es una elección de segundo grado, 
porque no hay elección de primer grado en la designación a mano alzada de los voceros de 
los consejos comunales. 

 mediante 

erecho general a 
participar en los procesos de decisión en las distintas áreas como la económica, social y cul-

upuestamente se ha establecido: 

popular, toda vez que lo que se plantea, en definitiva, es el protagonismo fundamental de las 
ciudadanas y ciudadanos, la participación como nuevo paradigma determinante del nuevo 
régimen constitucional, lo que implica una nueva concepción de desarrollo integral que 
asume la preeminencia de los valores humanos y privilegia la participación de la población 

                                            
108  Véase en Gaceta Oficial N° 39.335 de 28 de diciembre de 2009. Véase Allan R. Brewer-Carías, 

Ley Orgánica de Consejos Comunales, Colección Textos Legislativos, Nº 46, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2010. 

109  Adicionalmente, en forma evidentemente inconstitucional, la Ley de reforma del Poder Municipal 
o-

mo los secretarios o secretarias, de las actuales juntas parroquiales, quedando las alcaldías respon-

Derogatoria Segunda. 
110  Caso: impugnación de la Ley de reforma de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal. Véase en 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/mayo/199013-355-16517-2017-11-0120.HTML. Véase 
eas son sufra-

gios, y muchos sufragios también son asambleas. La confusión lógica de la sentencia 355/2017 de 
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia y la incompatibilidad entre los conceptos 

Revis-
ta de Derecho Público, Nº 150-151 (enero-junio 2017), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2017, pp. 107-116 y 349-352.  
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Y por ello, según la Sala, supuestamente la Ley Orgánica del Poder Público Municipal 
de 2010,  

soberana, se lleva adelante entre las asambleas de ciudadanos y los consejos comunales, para 

democracia representativa que consagraba la Constitución de 1961, el cual no entra en 
contradicción alguna con los mecanismos de participación electoral previstos en los artículos 

No es que el derecho a la participación política previsto en el artículo 62 de la Constitu-
ción se limite a la participación mediante el sufragio conforme al artículo 63 del mismo texto 
constitucional; sino que tratándose de pretendidas entidades políticas territoriales como son 
los Consejos Comunales, la designación de sus autoridades no puede realizarse en otra forma 
que no sea mediante elección por sufragio universal directo y secreto; por lo que, contrario a 
lo resuelto por la Sala en la sentencia, el artículo 35 de la Ley Orgánica impugnada si estaba 
viciado de inconstitucionalidad, 
de los miembros de las Juntas Parroquiales Comunales, lo que efectivamente sí quebrantaba 
el derecho constitucional al sufragio. 




